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No habiendo sido objeto de votos particulares, a 
propuesta de la Presidencia, fueron aprobados 
por asentimiento de la Cámara. 
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terior, a propuesta del señor Presidente, jÜe 
aprobado por asentimiento de la Cámara. 
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73 12 
Disposición derogatoria y Disposicio- 

nes transitorias primera y segunda . 
Habiendo sido retirados los votos particulares 
formulados, a propuesta de la Presidencia fue- 
. ron aprobadas pQr asentimiento de la C&mara. 

Conciuido el debate sobre el proyecto de Ley, el 
señor Presidente manifiesta que, tal como dis- 
p m  el arkulo 90 de h Constirtscidn, sedará 
traslado de las enmiendas. propuestas por el 
Senadó al Congreso de los Diputados, para 
que éste-se pronuncie sobre las misrñas en for- 
ma previa a Iu sanción del texto definitivo por 
S. M. e! Rey. 

Se levanta la sesidn. 
Eran las ocho y cinco minufos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cincuenta y 
cinco minutos. 

DICTAMEN DE LA COMISION DE DEFEN- 
SA NACIONAL EN RELACION CON EL 

GANIZAN LAS ESCALAS ESPECIAL Y BASI- 
CA DEL EiERCITO DE TIERRA (Continua- 
ción) 

PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE REOR- 

El señor PRESIDENTE Se reanuda la sesión 
para continuar el m a t e  sobre el dictamen de la 
Comisián de Lkfmsa Nacianaten relación con el 
proyecto de Ley por el que sé reorganizan las Es- 
calas Especial y Básica del Ejército de Tierra. 

Los artículos 1 .O y 4? no han sido objkto de vo- Artkulos 

tos particulare. Procede, por tanto, someterlos di- 
rectamente a votación. Si alguien presta atención, 
podrá escuchar que voy a someter a la Cámara si 
se pueden considerar en su conjunto y si la Cáma- 
ra estima la propuesta de esta Presidencia de'su 
aprobación. (Pausa.) Pór-asentimiento de la Cá- 
mara a esta propuesta, se dan por aprobados los 
artículos 1 .O a 4.0 del dictamen: 

Grupo Socialista. El primero, enmienda número 
2, que afecta al párrafo primero. 

1 a 4.O 

Al articula 5." hay dos votos particulares del Altículo 6.0 
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Por el onipo Socialista, el Snador Paulino tie- 
ne la palabra para defender el voto particular. 

El señor PAULINO PEREZ: Señor Presidente, 
señorías, me levanto un tanto perplejo para de- 
fender la enmienda número 2, del Grupo Socia- 
lista, al artículo 5.0 del proyecto de Ley en virtud 
del ciiai se reorganizan las Escalas Especial y Bá- 
sica del Ejército de Tierra, y por la cual pedimos 
que el término «especialista» se cambie en este 
articulo 5.0 y en todos los demás articulos del 
prayeclto por e€ be «técnico». 

E& persplejidad s1c! fa ha praducido, de- un 
lado, la leeturadal InformeGeneral lJ82del Mi- 
nistt!rio de Defensa y, de otro, la intervención d$ 
porfavoz.de1 partido áel.Gabiemu ayer, porque 
estamos aprobando una serie de Leyes emanadas 
del Ministerio de Defensa y no sabemos o, mejor 
dicho, no ms han dicho, qué clase de Ejército 
queremos, qué plan general de Unidadesse pien- 
sa realizar, cuál es el misterioso y nunca-bien 
ponderado Plan Estratégico Conjunto, y una serie 
de medidas que táinpoca’conocemos, para saber 
qué alternativa de Ejército queremos, si se va a 
adecuar a los de la OTAN, y de qué manera sería, 
pdra dar una mayor efectivdad a nuestro Ejército, 
se va a acometer de una manera real el estudio de 
los sobrantes de todas las escalas de1 Ejército, 
cosa que pese a € d o  n o  ha resuelto la ley de Ke- 
serva Activa. Y queyo se nos diga, como dice el 
aludido informe, que lacreación del Cuerpo Au- 
xiliar de Celadores de los Establecimientos Peni- 
tenciarios Militares 8 8  dgo que puede qyitamos 
el sueño. 

Edtamos discutiendg, una vez más,- una hy 
«puzzle», ya que no sabernos.cómo sed ese Ejer- 
cito,&nica y profesional, que tci$os deseamas, 
y, por esa* razón, vamos a defender una enmienda, 
con el intento de cambiar el calificativo de uespe- 
ciaíista» por el de «técnico». 

No cabe duda que la nueva Escala de Subofi- 
ciales viene mejorando de un modo notabic, ya 
que llegan a ella voluntarios cada vez más prepa- 
rados y, en este mtido, me pemitó llamar 1s 
atención al señor Ministro sobre el enorme po- 
tencial de hombres jóvenes muy preparados que 
salen de las Escuelas de Fomación Profesional, 
en ios grados de Oficialía y Maestría y que suelen 
perderse en la actualidad, sin aprove&arse sus 
excelentes condiciones técnicas. No se pide sola- 
mente que el Cuerpo de Suboficiales sea un esca- 
lón internedio entre ei Cuerpo de Oficiales de la 

Escala Activa y el soldado. Actualmente se re- 
quiere un Cuerpo de técnicos que, de acuerdo con 
sus homólogos de los Ejércitos de la OTAN 
- q u e ,  al menos por el momento, debe ser el mo- 
delo al que aspiremos- el suboficial, a partir del 
momento que es clase en el Ejército, si quiere in- 
gresar en el Cuerpo de Suboficiales, tiene que po- 
seer un bagaje cultural representado oficialmente 
por el título de Bachiller elemental o el equiva- 
lente de formación profesional, y si este subofi- 
cial quiere acceder a la Escala de Oficiales, como 
ayer dijo mi compañero el Senador Baeza, cuan- 
doaocede aoficial, tiene que estar en posesión del 
título,& Bachiller superior, y no pasa a la Escala 
Activa, sino que se queda en la Escala Especial 
dE1 Ejército, con lo cual se produce una discrimi- 
nacion que, quizá, roce algún artículo de la Cons- 
titución. 

Creemos que el calificativo de «técnicos» es 
más puntual que el de qespeciaiistas)), y esto ocu- 
rre así en algunos cuerpos civiles tan cualificados 
como el de ingenieros, en donde al antiguo perito 
o ayudante se le da hoy el nombre de ingeniero 
técnico, porque no es que esté en posesión de una 
especialidad, sino que posee los conocimientos 
necesarios para aplicar determinada técnica en 
un momento determinado. 

Por tanto, creemos que debe tamarse positiva- 
mente el sentido de m a t r a  enmiada y aceptar 
lo de Escala &Suboficiales de Mando y Escala de 
Subokiaks Técnicos. Esd fuera de duda que la 
puntualización de «técnicos» es más precisa que 
t(d de‘ccepecialistam, que la adquisición de una 
técnica precisa que la personal que la adquiera 
esté muy versadaen esa ciencia para dominar 

Nbsotros, los Sochlisbs, dentFe de ese nebulo- 
somundo que actualmente constituye el Ministe- 
rio de Defensa, insistimos en que aún no se ha de- 
cidido de una manera clara a dónde vamos y qué 
es lo que queremos, y sigue haciendo o intentan- 
do hacer el Ejército por el tejado y no por los ci- 
mientos. Creemos que quizá debía meditarse una 
frase de Michel Dcbré, antiguo Ministro de De- 
fensade Francja: ntss  oficiales y suboficiales, así 
coma las clases de tropa, deben practicar la virtud 
de saber más que los que les precedieron)); y si a 
los suboficiales de hoy hay que exigirles cultura y 
una técnica independientes de las coordenadas de 
la propia organización militar, es obvio que el ca- 
lificativo de «técnico» para eilo es más puntual 
que el de «especialista». 

parte de la misma conociendo el todo. 
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Yo quisiera hacer una breve puntualización so- 
bre el bagaje cultural que necesita el nuevo subo- 
ficial o el que precisa para acceder a la Academia 
Especial de Suboficiales, esto es, en el primer 
caso, el título de Bachiller elemental y, para el se- 
gundo, el de Bachiller superior. Pues bien, yo no 
sé si SS. SS. sabrán -quizá lo sepa alguno de los 
que están en la tribuna- que hubo una época no 
muy lejana en que para ingresar en la Academia 
General de Zaragoza sólo se exigía el título de Ba- 
chiller elemental, y miembros de esas promocio- 
nes son, con toda dignidad y eficiencia, oficiales y 
jefes de las Escalas actuales. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿En contra? (Pausa.) ¿Turno de portavo- 
ces? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Herréiz. 

El señor HERREIZ MURUZABAL: Señor 
Presidente, señoras y señores Senadores, me va a 
permitir el Senador Paulino que le devuelva la 
perplejidad, porque escuchándole más bien me 
parecía estar en presencia de una enmienda a la 
totalidad más que en la defensa de un voto parti- 
cular a este artículo 5.0 

Creo que ayer, consumiendo el turno de porta- 
voces en defensa de este proyecto de Ley en nom- 
bre de mi Grupo Parlamentario, fui lo suficiente- 
mente explícito justificándolo con la argumenta- 
ción, a mi juicio suficiente, de que estábamos de- 
lante de una buena Ley, una Ley que los propios 
afectados no reparan en calificar como una buena 
b y .  
De todas maneras, creo que, en realidad, si esta 

Ley es tan imperfecta, si esta Ley es tan mala 
como, al parecer, dictan los criterios del Grupo 
Socialista, es dificilmente inteligible cómo no se 
ha presentado una enmienda a la totalidad. 

Ciñéndome al turno de oposición a esta en- 
mienda número 2, del Grupo Socialista, que pro- 
pone el cambio de nombre de los suboficiales es- 
pecialistas por subofiales técnicos, cabria pregun- 
tarse cuál es la aportación que este cambio de 
nombre supone. A nuestro juicio, no aporta nada 
sustantivo, sino que, antes al contrario, lo que nos 
parece es que introduce un factor de confusión. 
No debemos olvidar que la actual denominación 
que se preserva por este proyecto de Ley data de 
1957, fecha en que se creó el Cuerpo de Subofi- 
ciales Especialistas, sustituyendo al antiguo 

Cuerpo Auxiliar Subalterno del Ejeícito; por lo 
que nosotros entendemos que, al no existir ningu- 
na prescripción en contra de esta nominación, no 
hay ninguna dificultad para continuar con la tra- 
dición ya existente. 

Pero hay un aspecto más importante que reco- 
mienda mantener el nombre, porque en la actua- 
lidad ya existe un Cuerpo Técnico del Ejército, 
creado precisamente por Ley 27 de septiembre de 
1940, y es el formado por los ingenieros de arma- 
mento y Construcción; de ahí que al utilizar ahora 
el mismo nombre para los suboficiales especialis- 
tas sólo se puede prestar a confusión, cual sena el 
presuponer una equiparación que bajo ningún as- 
pecto existe. Se podía argüir que esto no es así, 
por cuanto el personal que se dedica a manteni- 
miento, reparación de vehículos, aeronaves, ar- 
mamento, construcción, etcétera, tienen relación 
con los ingenieros; pero no es menos cierto que 
otra parte de especialidades, cuales pueden ser 
farmacia, cartografia, informática, etcétera, no 
tienen ninguna relación con los ingenieros. 
Es por lo'que nuestro Grupo es favorable a 

mantener el texto del dictamen de Comisión y, en 
consecuencia, oponerse a este voto particular del 
Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE Sigue otro voto parti- 
cular del mismo Grupo Socialista, enmienda nÚ- 
mero 1, que afecta al apartado 2 de este artículo 
5.". 

Tiene la palabra el Grupo Socialista para su 
defensa. (Pausa.) Decídanse, señorías. 

El señor PAULINO PEREZ Lo defendí con- 
juntamente, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: ¿El Senador Herreiz 
ha tenido en cuenta que, según afirma el Senador 
Paulino, al menos ha intentado defender conjun- 
tamente los dos votos particulares? 

El señor HERREIZ MURUZABAL Señor 
Presidente, la información que tenía este Senador 
era la voluntad del Grupo Socialista de retirar la 
enmienda número 1 y defender solamente la nú- 
mero 2. 

El señor PRESIDENTE: En cualquier caso, Se- 
nador Paulino, ¿se da por defendido? 

El señor BAEZA MARTOS Retirada la nú- 
mero 1, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Por retirado, pues, el 
voto particular correspondiente a la enmienda 
número 1. 

Entramos en votación. 
Procedemos a votar el voto particular del Gru- 

po Socialista, enmienda número 2, que afecta al 
párrafo primero. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 53 votos a favor; 80 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular. 

Se somete a votación el texto que para el ar- 
tículo 5.0, propone el dictamen de la Comisión. 
(Pausa.) 

Señores Senadores, no salgan a la sala, estamos 
votando. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resuita- 
do: 80 votos a favor: 52 en contra; una abstención. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
texto del artículo 5.0, del dictamen de la Comi- 
sión, 

Naturalmente, quiero advertir que, al hacer yo 
la observación de que no se salga, no significa que 
haya obligación de votar; el Senador que no quie- 
ra votar se puede quedar sentado, pero si las puer- 
tas deben estar cerradas, deben estarlo tanto para 
entrar como para salir. 

Los artículos 6." a 1 1 no tienen votos particula- 
res. Procede, por tanto, someterlo directamente a 
votación, si a ello ha lugar. 

¿Se pueden considerar en su totalidad? (Pausa.) 
La Presidencia propone su aprobación por la 

Cámara. (Asentimiento.) 
Por asentimiento de la Cámara, a propuesta de 

la Presidencia, se dan por aprobados los artículos 
6." a 1 1 del dictamen, ambos inclusive. 

El artículo 12 tiene un sólo voto particular del 
Grupo Socialista, relativo a una enmienda «in 
voce» formulada en Comisión. 

El Senador González Gastañaga tiene la pala- 
bra. 

Artículos 
6.O a 11 

A ~ ~ ~ W I O  12 

El señor GONZALEZ GASTARAGA Señor 
Presidente, señorías, muy brevemente. 

En la reunión de Comisión hicimos una en- 
mienda oral sobre este artículo que es una en- 
mienda de adición. Nosotros entendemos, y ésta 
es la proposición que hacemos, que es una adi- 

ción en el sentido de que «asímismo le serán con- 
validados los dos años de estudio en la Escuela 
Politécnica). 

Aún cuando en todo el texto de la Ley no se 
dice nada en contrario, creemos que tenemos la 
obligación al legislar de Sacer las Leyes lo más 
claras y lo más conciks y pedimos a la Cámara 
que vote esta adición. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno a favor? (Pau- 

El Senador Martín Villa, por el Grupo de 
sa.) ¿En contra? (Pausa.) ¿Portavoces? (Pausa.) 

UCD, tiene la palabra. 

El señor MARTIN VILLA: Yo creo que hay 
dos criterios, dos importantes criterios, señor Pre- 
sidente, para oponemos a la enmienda «in voceo: 
por una parte, «in genere», las enmiendas que se 
presentan «in vocem, y aquí tenemos varias en- 
miendas «in vote» que se han presentado en la 
Comisión, no dan en realidad motivo de refle- 
xión. La enmienda oral procede o de una transac- 
ción entre las partes que sostienen distintos crite- 
rios en el debate o es un motivo excepcional. De 
toda suerte, nos vamos a oponer -y vuelvo al 
principie+ por motivos de racionalidad y por 
motivos de un cierto agravio comparativo. 

Si se suprimieran dos años de estancia en la 
Academia a un personal que puede acceder a la 
Academia, que tiene una preparación dirigida, 
parece lógico que todo el ciclo de estudios que 
componen los cinco años debiera cursarlos para 
aprehender - e n  el sentido de prender- para su 
inteligencia las enseñanzas que se le imparten. Si 
no, toda su vida militar este personal iría con la 
definciencia de la falta de preparación de unas 
materias de conocimiento humanístico-científico 
que le son necesarias, incluso para desenvolver 
después las distintas disciplinas, o de tiro o de ba- 
lística, que necesitan aquella preparación ante- 
rior. Esto por una parte. Por otra parte, se plan- 
tearía un problema de agravio comparativo, por- 
que nos encontraríamos con que aquellos oficia- 
les que habían cursado menos estudios que los 
demás tenían los mismos derechos. 

En su consecuencia, por motivos de racionali- 
dad, de necesidad y éste subsidiario de agravio 
comparativo, nos aconseja votar en contra de la 
enmienda «in voce» propuesta en la tarde de hoy. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Volvemos a votar, en 
este caso el voto particular que ha sido defendido 
por el señor González Gastañaga al articulo 12, 
procedente del Grupo Socialista. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 55 votos a favor: 79 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 

Procedemos a votar el artículo 12 del dictamen 
voto particular. 

de la Comisión. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 79 votos afavor; 55 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 12. 

Los artículos 13 y 14 no tienen votos particula- 
'res. Se considerarán en su conjunto. Como es ha- 
bitual, la Presidencia propone su aprobación por 
la Cámara. (Pausa.) Por asentimiento de la Cá- 
mara a esta propuesta, se dan por aprobados los 
artículos 13 y 14. 

Respecto del artículo 15, y antes de entrar en el 
debate de los votos particulares que reserva el 
Grupo Socialista, debo poner en conocimiento de 
la Cámara que, según escrito oportuna y regla- 
mentariamente formulado por los señores porta- 
voces, se hace la observación de que la redacción 
del apartado 2 de este artículo 15 debe ser similar 
a la del artículo 5.2, en cuanto a la definición de 
las especialidades por Ley. ¿Conforme la Cáma- 
ra? (Pausa.) ¿Enterada la Cámara? (Pausa.) ¿Se- 
ñoras y señores taquígrafos? (Pausa.) 

Por tanto, cuando se somete a votación el texto 
para el articulo 15.2, llevará esta salvedad de ser 
la definición de las especialidades por Ley tal y 
como se nos previene en el artículo 5.2. 

Con esta notificación a la Cámara, pasamos a 
debatir el voto particular del Grupo Socialista, 
enmienda número 4, a este articulo 15. 

El Senador Baeza tiene la palabra. 

Articuios 
13 y 14 

Artículo 15 

El señor BAEZA MARTOS: Por favor, señor 
Presidente, la enmienda número 4 al artículo 15, 
la enmienda número 5 al artículo 16 y la 7 al ar- 
tículo 18, todas ellas se corresponden con la susti- 
tución del calificativo de «especialista» por el de 
«técnico» y, por tanto, se pueden considerar de- 
caídas. Ahora bien, se mantiene la enmienda al 
artículo 5 . O ,  referente al ascenso hasta el grado de 
coronel, hasta el empleo de coronel. 

El señor PRESIDENTE: Por favor, Senador 
Baeza, ¿quiere repetir los votos particulares y los 
números de enmiendas que se dan por retirados, 
aparte de la enmienda número 4? 

El señor BAEZA MARTOS La enmienda nú- 
mero 5 al artículo 16 y la enmienda número 7 al 
artículo 18. ' 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. 
Tiene, pues, la palabra el Senador socialista 

que se ha designado, que es el Senador Paulino. 
(El señor Hewéiz Muruzábal pide la palabra.) 
Un momento, Senador Paulino, porque el Sena- 
dor Herréiz ha pedido la palabra. 

El señor HERREIZ MURUZABAL: Pido la 
palabra para una cuestión de orden, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: El Senador Herréiz 
tiene la palabra. 

El señor HERREIZ MURUZABAL No me ha 
parecido escuchar nada con respecto a la enmien- 
da número 4, sino que se ha pasado a las enmien- 
das números 5 y 7, y quisiera saber qué es lo que 
pasa con la enmienda número 4. 

El señor PRESIDENTE: El voto particular que 
se corresponde con la enmienda número 4 ha 
sido retirado. Por consiguiente, el Senador Pauli- 
no tiene la palabra para defender el voto particu- 
lar de su Grupo correlativo a enmienda 44in voce» 
formulada en Comisión respecto al párrafo pri- 
mero del artículo 15. 

El señor PAULINO PEREZ Señor Presidente, 
señonas, vamos a defender una enmienda que yo 
llamaría dificultosa, porque va a tratar de algo 
tan aleatorio como son los ascensos en la Escala 
Especial Básica y de Especialidades. 

Es conocido que, con cierto mal gusto, a los 
componentes de la antigua escala auxiliar se les 
llamaba «chusqueros»; se les llamaba «chusque- 
ros» porque ascendían por antigüedad y no po- 
dían pasar de capitanes. El régimen anterior con- 
cedió el que pudiesen llegar a comandante dentro 
del escalafón de la escala auxiliar. En nuestra en- 
mienda pedimos que, al crear este nuevo Cuerpo 
de Suboficiales de mando y especialidades, han 
de cursar unos estudios en unas academias dentro 
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del Ejército, que han de concurrir a ellas por estar 
en posesión, para ser suboficiales, del Título de 
Bachiller elemental o el de escuela profesional 
adecuada, y para ser oficiales han de estar en po- 
sesión del Título de Bachiller y pasar por unos 
cursos en una academia especial para oficiales; 
por tanto, creemos que no existe ningún motivo 
de tipo técnico, que no existe ningún motivo de 
tipo cultural, para negarles el ascenso a los em- 
pleos de teniente coronel y coronel. Porque si les 
concedemos que pueden ser comandantes, ¿por 
qué razón no pueden ser tenientes coroneles? Y si 
pensamos que después de nuestra guerra civil nu- 
merosos oficiales accedieron a la escala activa 
mediante cursos más o menos acelerados -más 
bien más- de transformación y hoy ocupan car- 
gos de tenientes generales - s i n  llegar a la historia 
para decir, como decía mi ilustre compañero se- 
ñor Baeza, lo del general Esparteros, duque de la 
Victoria y Regente de España -es evidente que 
se discrimina de esta manera a un grupo de hom- 
bres que han ingresado en el Ejército por tener 
vocación militar y que no han podido acceder a 
una preparación costosa y previa para el ingreso 

,en la Academia General de Zaragoza, pero que sí, 
en cambio, han pasado, dentro de su permanen- 
cia en el Ejército, primero como sargentos en 
prácticas, después de aprobar unos ejercicios y 
una estancia de dos años en una Academia, y des- 
pués, si están en posesión del Bachillerato supe- 
rior, han podido optar para presentarse a la Aca- 
demia Especial de Oficiales, por lo que no en- 
cuentro una razón seria para oponerse a que uno 
de estos hombres pueda ascender. Además, no es 
que se vaya a determinar que por obligación van 
a ser tenientes coroneles o coroneles, porque no 
hay que olvidar que existe una Ley de Clasifica- 
ción de Mandos y Regulación de Ascensos para 
los militares de carrera; y, naturalmente, si existe 
una Ley, si hace falta una vacante, si han de cum- 
plirse una serie de condiciones, no creo que se 
deba limitar en esta Ley la posibilidad de que un 
comandante, que ha ejercido perfectamente la 
función de mando o las funciones técnicas en su 
especialidad, pusda ascender y obtener el empleo 
de teniente coronel o de coronel. 

Por esta razón pedimos que medite la Cámara 
sobre no discriminar a una serie de ciudadanos 
que quizá tengan como única dificultad el no ha- 
ber podido pagarse una costosa preparación pre- 
via para el ingreso en la Academia General de 
Zaragoza. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿En contra? (Pausa.) ¿Turno de portavo- 
ces? (Pausa.) 

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el Sena- 
dor Portabella. 

El señor PORTABELLA RAFOLS: Señor Pre- 
sidente, señorías, una breve intervención que, en 
definitiva -y aun siendo en apoyo del voto parti- 
cular o enmienda «in voce» presentado por los 
socialistas, que lo es-, en el fondo se produce 
por unas palabras emitidas desde esta tribuna y 
que invitan a una cierta reflexión. 

Yo creo que nos encontramos en una situación 
similar a las que hemos pasado en la discusión de 
otras leyes que afectan a las Fuerzas Armadas, 
como son, en este caso, las llamadas de la Reserva 
Activa y la de Ascensos. 

Como se apuntaba aquí por el Senador señor 
Paulino, es una cuestión de procedimiento. 

Creo que si hay que hablar de perplejidad o de 
desconcierto - q u e  es legítimo y que, además, 
considero que este procedimiento lo produce- es 
a raíz de que aquí estamos actuando de una forma 
que yo calificaría, desde el punto de vista de pro- 
cedimiento, de incorrecta. Pero no solamente en 
el caso de las Fuerzas Armadas, sino en general 
en el tratamiento legislativo que damos a Leyes 
fundamentales, e este caso para la construcción 
de este nuevo Estado. Sin tener realmente todos 
-y me refiero a todas SS. SS.- una idea o un 
marco más o menos definido de cuáles son las 
Fuerzas Armadas que nosotros queremos o que 
creemos que son las adecuadas para este Estado 
nuevo, difícilmente temas puntuales y concretos 
de política de personal, para entendernos,~sin una 
política militar se pueden ver, por lo menos, con 
absoluta claridad. 

Estoy absolutamente convencido de que las in- 
tervenciones del señor Herréiz, por ejemplo, son 
competentes, vienen bien instruidas, pero tratan 
puntualmente de un tema concreto, que lo hace 
con competencia, pero a mí me sigue faltando 
este elemento que creo que nos falta a todos de en 
dónde se inserta precisamente y en qué contexto 
general de proyecto de las Fuerzas Armadas. 

Yo me atrevería a decir que las Fuerzas Arma- 
das es uno de los grandes temas que tenemos no- 
sotros sobre la mesa. Y ahorraré a SS. SS. intentar 
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reforzar esta afirmación con datos concretos, por- 
que están en la mente de todos, y más ahora. 

Existe en_ la dinámica actual una serie de facto- 
res que intervienen en la sociedad española y que 
hacen que las Fuerzas Armadas se encuentren en 
una situación particular. Y o quisiera recordar, 
por ejemplo, que en el informe general 1/80 del 
Ministerio de Defensa ya se nos decia que se pre- 
veía una Ley de la Organización de la Defensa 
Nacional -estaba ya esto en el Gobierno «in 
mente» como proyecte- y una Ley de la Organi- 
zación Militar - q u e  también está-, y decía: «... 
a fin de desarrollar la vigente Ley Orgánica de 
Criterios Básicos dela Defensa Nacional y de la 
Organización Mili&; lo cual, excepción hecha 
de lo relativo a I-.Órganos de política militar su- 
periores, es sólo eso: una Ley de Criterios %si- 
tos. Me permito añadir: no aporta las bases. 

Entre la serie de proyectos de Ley para el futu- 
ro, como decía este mismo informe, era conside- 
rado en el informe citado como uno de los más 
importantes, y con razón: de ellos se decía, a re- 
glón seguido, que «SU elaboración se encuentra ya 
muy avanzada, y serán sometidos, probablemen- 
te, a la aprobación del Consejo de Ministros en el 
primer trimestre del año» - s e  refiere a 1981-. 
Con ello quiero decir que no me cabe la menor 
duda de que la preocupación que yo me permito 
emitir aquí es una preocupación profunda del 
Gobierno; no tengo la menor duda porque, entre 
otras cosas, existe este documento. El tema es que 
quizá se consideró que no existían las condicio- 
nes adecuadas, incluso de tipo político o esta- 
mental, para intentar afrontar este proyecto en 
las condiciones que yo creo que habrían sido las 
correctas. Pero, en definitiva, si no existían o no 
existen estas condiciones políticas o estamenta- 
les, cabía también, en todo caso, subordinar estas 
Leyes que hemos ido tratando al proyecto gene- 
ral. Y hablo siempre en términos puramente de 
evaluar lo que habría sido para los legisladores 
una forma de actuación o un método de trabajo 
más adecuado a la enorme importancia que tiene 
el tratamiento de estas Leyes que afectan a este 
sector que es el militar. 

También ahorraré en este caso a SS. SS. el ha- 
blar un poco de los precedentes históricos del 
Ejército. En el caso de discriminación, por ejem- 
plo, o de un cierto clasismo, no hay duda de no es 
ajeno a la que existe en la sociedad española. No 
se trata de afirmar que en el Ejército, la discrimi- 
nación que se pueda hacer o el sentido clasista de 

algunos Cuerpos o de procedencia o de apelación 
de clases no es exclusivamente de ese sector, sino 
que refleja también una sociedad civil en donde 
esto era una característica importante. Arrancar 
al Ejército ya, como debe arrancarse de la socie- 
dad civil en todos los estamentos, este factor ne- 
gativo, yo creo que es algo en lo que podemos es- 
tar todos de acuerdo. 

Creo que en Leyes como ésta, y las enmiendas 
que apoyo con mi intervención y con mi voto, del 
intento socialista de introducir modificación, si 
bien puede haber disparidad de criterios en cuan- 
to a la formulación técnica e incluso un poco en 
cuanto al sentido mismo de la letra, en el fondo 
de la cuestión podemos estar de acuerdo en que lo 
que falta aquí es tirar adelante el proyecto gene- 
ral, en donde seguramente estas Leyes se contem- 
plarían con otra Óptica diferente. 

Esta es mi opinión y creo que en ese sentido me 
he levantado a intervenir aun sin tener enmien- 
das, un poco al escuchar lo que se.decía. Y se ha 
dicho precisamente algo muy cierto. Decía el Se- 
nador k e z a  que la defensa es una razón de Esta- 
do. Es evidente que es una razón de Estado, y fun- 
damental. El Senador Herréiz decía que hemos de 
cubrir las necesidades del Ejército, pero no desde 
una Óptica utópica. Yo diría al sefior Herréiz que 
sí, que hay que tener un cierto referente utópico, 
que es necesario en cuanto a la formulación de un 
proyecto ambicioso. Al decir utópico no me re- 
fiero precisamente a situar las cosas en cotas inac- 
cesibles por su propia definición. Ni mucho me- 
nos, sino al referente alcanzable en la medida de 
nuestras posibilidades que, por alejadas, pueden 
parecer imposibles a fuerza de no intentarlas. En 
ese sentido, creo que la afirmación de que es una 
razón de Estado y que hace falta cierto nivel de 
utopía, pero no solamente en el terreno de las 
Ikyes que tienen que transformar las Fuerzas Ar- 
madas, sino en nuestro proyecto general de Esta- 
do, un Estado como el nuestro, con una Constitu- 
ción moderna, progresista, avanzada, con facto- 
res de novedad y de modernidad como puede ser 
el Titulo VI11 de las Autonomías, por citar sólo 
uno, esa afirmación requiere ifiaginación y un 
cierto coraje utópico, porque, si no, no haremos 
este Estado que estamos en posibilidad de hacer 
porque lo tenemos enunciado en la Carta Magna, 
en la Constitución. 

Esto es lo que me parece. Lo que en cambio no 
me parece una forma de discusión, yo diría ade- 
cuada por lo menos, es introducir en la afirma- 
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ción o defensa de ciertos aspectos, legítimos por- 
que se cree en ellos, retórica de tipo puntual y 
castrense; creo que no. Hay que dejar la retórica, 
hay que establecer un cierto nivel de utopía al- 
canzable en el proyecto general de construcción 
del Estado moderno, en donde las Fuerzas Arma- 
das tienen que penetrarse también de esta socie- 
dad civil y en donde tienen que tener un trata- 
miento global y de política militar, a la altura por 
lo menos de otras ambiciones que nosotros tene- 
mos depositadas, trabajamos e intentamos avan- 
zar en otro4 aspectos de la sociedad y en el marco 
Únicamente de la Constitución. 

Creo que éste es el aspecto general en donde ca- 
bria en este caso instalar este debate. Este debate 
se produce en malas condiciones para todos, yo 
creo, porque está fuera precisamente de este mar- 
co general en donde nosotros pudiéramos instalar 
nuestros criterios y la defensa en este caso de 
Leyes puntuales y aspectos de política personal, 
en el marco de la política militar, en marcha ya, 
más o menos realizada, con proyectos más con- 
cretos y con una definición de futuro por lo me- 
nos más plásticamente visualizada. Hoy esto no 
lo tenemos, estamos en situación precaria, las 
Fuerzas Armadas siguen estando en una situa- 
ción, yo diría, de estancamiento que conviene 
desde el punto de vista legislativo poner de mani- 
fiesto. Creo que estos debates, si bien pueden faci- 
litar y resolver algunos aspectos puntuales, que 
yo estoy seguro que pueden dar satisfacción a 
ciertos sectores, no ayudan a avanzar en el senti- 
do más ambicioso, en el sentido más importante 
y fundamental para la construcción de este nuevo 
Estado de las Autonomías y en este caso las Fuer- 
zas Armadas tienen un papel importante que ju- 
gar. 

Gracias, señonas; gracias señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
Senador Martín Villa, por Unión de Centro De- 
mocrát ico. 

El señor MARTIN VILLA: Con la venia, señor 
Presidente, señoras y señores Senadores, dos in- 
tervenciones que me han precedido y que inten- 
tan establecer el debate sobre una enmienda al ar- 
tículo 15 del proyecto de Ley que estamos con- 
templando me deparan distintos planteamientos. 

El Senador Portabella, realmente, ha planteado 
un tema importante que debe transir, que en defi- 
nitiva debe referirse a todas las Leyes. Ha plan- 

teado el problema de la política militar partiendo 
desde la Constitución y decía: «Debe la sociedad 
civil - e s t e  nuevo concepto de la sociedad espa- 
ñola- integrarse con el estamento militar. De- 
ben los criterios, de la manera que queremos arti- 
cular la sociedad española, impregnar todas las 
Leyes. «Desde ahí estimaba que toda una siste- 
mática de Leyes, partiendo de las importantes 
hasta llegar a las puntuales, debieran de ser las 
coordenadas de los debates que los legisladores 
debíamos de sostener. 

Pues bien, es casualmente en la política militar 
donde yo entiendo -por lo que he visto en los 
debates que hemos tenido en las Cámaras- que 
se ha pretendido la renovación posible de las 
Fuerzas Armadas, y se ha intentado de arriba a 
abajo, desde la Ley de Criterios Básicos hasta la 
que estamos contemplando, que ve los aspectos 
concretos; se ha articulado todo un sistema con- 
gruente y, para mí, coherente. 

Señor Portabella, me permito indicarle que es- 
tamos hablando de una enmienda «in voce» que 
se refiere al artículo 15 del proyecto de Ley que 
estamos debatiendo, y lo que aquí se debate, se- 
gún la enmienda «in vote» presentada por el 
Grupo Socialista del Senado, es saber si los prece- 
dentes de la Escala de Suboficiales del Ejército 
pueden acceder sólo al empleo de comandante o 
también a los de teniente coronel y de coronel. 

Desde el enfoque que hacía el Senador Porta- 
bella -y enlazo ahora con los criterios defendi- 
dos por el Senador Paulino- resulta que, desde 
una concepción o perspectiva de política militar, 
el punto de vista que debemos de tener es si los 
empleos se deben crear porque sí o, por el contra- 
rio, los empleos deben estar establecidos en fun- 
ción de una política militar; después, vamos a 
examinar, al socaire de la enmienda que vamos a 
contemplar, cómo deben de cubrirse los empleos. 

Si examinamos el tema desde el punto de vista 
de esta concepción, resulta que el Ejército espa- 
ñol necesitará determinado número de personas 
que cubran los empleos de teniente coronel y de 
corones, y esto es lo que vamos a estimar. 

Vamos a la enmienda en sí, a la enmienda con- 
creta. El Senador Paulino, a mi modo de ver, y en 
el tono más amiga1 -pues además somos muy 
amigos-, ha puesto en su intervención cierto tin- 
te demagógico porque decía -me parece que ha- 
bló así- que ya estamos dividiendo a las clases 
sociales: aquéllos que pueden pagarse la prepara- 
ción suficiente para acceder a la Academia Gene- 
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ral de Zaragoza y aquéllos que no pueden pagár- 
sela; los que van a la Academia General de Zara- 
goza pueden acceder a los empleos de teniente 
coronel y coronel, y aquéllos que no pueden ac- 
ceder a ella, porque provienen de la escala de Su- 
boficiales sólo pueden acceder al empleo de co- 
mandante. 

Esto, a mi modesto entender, no es exactamen- 
te cierto, no es absolutamente cierto. Los proce- 
dentes de la Escala de Suboficiales tienen posibi- 
lidad de acceder a la Academia General Militar 
de Zaragoza, pero además en condiciones un tan- 
to ventajosas puesto que sus estudios son pagados 
y su preparación es dirigida, y es justo que así sea. 
Lo que no se puede establecer es un agravio com- 
parativo con los demás, porque el supuesto de la 
igualdad social no es que todos seamos iguales, 
sino la igualdad de oportunidades para todos a 
acceder socialmente, en este caso en el escalafón 
militar, al mismo puesto. Y los procedentes de la 
Escala de Suboficiales pueden acceder; hay algu- 
nos que, por su preparación, por su esfuerzo o 
por el sacrificio de las horas empleadas en su pro- 
pia preparación técnica, acceden como alumnos 
a la Academia General de Zaragoza y, por conse- 
cuencia, tienen, por supuesto, la posibilidad de 
ascender, la posibilidad de llegar a los empleos de 
teniente coronel y de coronel, pero aquellos 
alumnos que han regateado este esfuerzo, con la 
misma posibilidad de haberlo podido hacer, no 
acceden a la Academia General de Zaragoza y 
tienen una cota que es el empleo de comandante. 

No tiñamos de tintes demagógicos la cuestión. 
Es un problema de posibilidad y de preparación, 
no de posibilidad económica; será la posibilidad 
personal de cada uno de asimilar los suficientes 
conocimientos para acceder a la Academia Gene- 
ral y de aquellos que o no quieren o no pueden o, 
por sus condiciones personales, no acceden a la 
Academia General de Zaragoza, pero no porque 
sean de una clase distinta, no porque no tengan 
las mismas posibilidades. Tienen iguales oportu- 
nidades de acceder todos, y sería un agravio com- 
parativo para aquellos que hacen el esfueno, su- 
peran los exámenes, adecÚan su preparación téc- 
nica, robustecen sus conocimientos el colocarles 
en la misma situación que aquellos que o no 
quieren o no pueden o no desean adquirir estos 
conocimientos. 

En consecuencia, las perspectivas de un oficial, 
ya sea de procedencia directa de la Academia Ge- 
neral Militar, ya sea procedente de la Escala de 

Suboficiales, tienen la perspectiva de llegar a ser 
coroneles -porque el empleo de general, como 
saben SS. SS., es un empleo de elección- y aque- 
llos otros que no quieren o no pueden o no de- 
sean integrarse en estos conocimientos y de ad- 
quirir preparación técnica, llegan hasta coman- 
dantes. Esto es justamente la conjunción; esta es, 
precisamente, la simbiosis a la que se refería el 
Senador Portabella cuando decía que hubiera pe- 
netración de la vida civil en la vida militar, por- 
que en la vida civil todos sabemos que unos desa- 
rrollan unas determinadas cotas en su profesión y 
otros llegan hasta otras cotas intermedias. 

En su consecuencia, por principios de raciona- 
lidad, por principios de congruencia y, además, 
por un planteamiento serio de política militar 
que no puede crear los empleos porque sí, sino 
que tiene que crear aquellos empleos que son ne- 
cesarios y adecuados para el desarrollo de aquella 
política militar, mi Grupo Parlamentario va a vo- 
tarde acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

' 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Al haber sido retirado 
el voto particular correlativo a la enmienda nú- 
mero 4, sólo procede someter a votación el voto 
particular del Grupo Parlamentario Socialista al 
artículo 15, que se corresponde con la enmienda 
«in vove» y se refiere al párrafo primero. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 60 votos a favor; 82 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 

Se somete a votación el artículo 15 del dicta- 
voto particular que ha sido sometido a votación. 

men de la Comisión. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 82 votos a favor; 60 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 15 del dictamen de la Comisión. 

Portavoz del Grupo Socialista, ¿la retirada del A ~ ~ ~ C U I O S  
16 a 18 voto particular relativo a la enmienda número 5 

al artículo 16 significa que, no obstante, hay que 
someter a votación el artículo 16? ¿No puede in- 
clurise con los otros artículos que quedan sin vo- 
tos particulares? 

El Senador Baeza tiena la palabra. 

El señor BAEZA MARTOS: Señor Presidente, 
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solicitaríamos que los artículos 16, 1 7 y 18 fuesen 
sometidos a votación. 

El señor PRESIDENTE: El artículo 16, cuya 
ausencia de voto particular, por retirada del man- 
tenido, se va a someter a votación, al igual que el 
artículo 17, que no tiene votos particulares. 

Artículo 18, en la misma situación que el 16. 
¿Se pueden considerar, por consiguiente, conjun- 
tamente? (Asentimiento.) La Presidencia propone 
a la Cámara su aprobación por asentimiento. 
(Pausa.) 

Por asentimiento de la Cámara, y a propuesta 
de la Presidencia, quedan aprobados los artículos 
16, 1 7 y 18 del dictamen de la Comisión. 

Artículo 19. Voto particular del Grupo Socia- 
lista, enmienda «in voce» que se refiere al párrafo 
primero. 

El señoiGonzález Gastañaga tiene la palabra. 

Artículo 19 

El señor GONZALEZ GASTAÑAGA: Señor 
Presidente, señorías, cuando anoche oíamos al 
representante del Grupo Parlamentario de UCD 
hacer la defensa general del dictamen, yo pensaba 
en el artículo 15, que ponía el listón en el empleo 
de comandante y, sobre todo, en el artículo 19, 
que creo que es de una importancia extraordina- 
ria. 

Indudablemente la mayor riqueza que tiene 
nuestro país, como cualquier otro, es la inteligen- 
cia de sus hijos, que debe ser aprovechada, en este 
caso en el Ejército, hayan entrado por el sistema 
que hayan entrado. Si ponemos, por ejemplo, un 
ciudadano español que entra voluntario en el 
Ejército a los dieciocho años, para llegar a cabo, 
cabo 1 .O o sargento, este hombre va a tener veinti- 
cinco años. Tendrá que ir a la Escuela de Subofi- 
ciales, suponiendo que haya salido bien en todo 
esto, y el artículo 19 nos dice algo que creo que es 
interesante leer «los subtenientes de la Escala Bá- 
sica y suboficiales, al cumplir los treinta y dos 
años de efectividad como suboficiales», es decir, 
que este hombre va a tener entonces cincuenta y 
siete años, en los cuales, además, no ha de tener 
ningún arresto, ni ha de tener ninguna nota nega- 
tiva en su expediente, por lo cual, igual que pue- 
de hacer esta oposición para ingresar en el Cuer- 
po de Oficiales, podría hacer una oposición para 
ingresar en el santoral, y si éste está lleno, tam- 
bién el escalafón estará probablemente lleno. 

Dentro de la modestia de lo que podríamos pe- 
dir, aquí, yo pediría a la Cámara que esos treinta 

y dos años se reduzcan a veinticinco, con lo cual 
este ciudadano español, este militar español, po- 
dría llegar a la categoría de oficial a los cincuenta 
y dos años, en lugar de a los cincuenta y siete. 

Es, simplemente, rebajar los treinta y dos años 
de suboficiales a veinticinco. Nada más y muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿Turnos en contra? (Pausa.) (Turno de 
portavoces? (Pausa.) 

Por el Grupo Parlamentario Cataluña, Demo- 
cracia y Socialismo, tiene la palabra el señor Na- 
dal. 

El señor NADAL COMPANY: Brevemente, 
señor Presidente. Creo extraordinariamente razo- 
nable la enmienda defendida porque es una en- 
mienda que tiene un fundamento tradicional, que 
engarza en la tradición propiamente de lo que 
han sido nuestras fuerzas armadas. 

Si repasamos la Historia del siglo pasado, in- 
cluso la Historia del presente, veremos que gran 
parte de jefes, de generales, que han mandado 
unidades de importancia han procedido de las 
mismas bases, no han pasado por la academia, 
han sido auténticos autodidactas. Y esto creo que 
merece una valoración, que merece tenerse en 
cuenta, que no siempre de las academias salen los 
mejores oficiales, que muy bien pueden salir ex- 
celentes jefes desde las mismas bases de suboficia- 
les. 

Establecer estas dificultades, establecer esta ca- 
rrera de obstáculos no puede conducir a nada 
bueno. Probablemente a que se desperdicien va- 
lores que podrían aprovecharse en el ejeícito, va- 
lores, muchos de ellos, con una extraordinaria 
vocación, muchas veces, incluso, con más voca- 
ción que los que proceden de las academias. 

Esta clasificación, que sin damos cuenta segui- 
mos manteniendo entre los oficiales de academia 
y los oficiales procedentes de las bases, creo que 
es peligrosísima, es una clasificación que es, en 
definitiva, el reflejo de la clasificación social y 
esto tendría que desaparecer. Una de las formas 
de que desaparezca, o de ayudar a que así sea, se- 
ría el aceptar la enmienda propuesta por el com- 
pañero. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ior Sánchez y Sánchez, de UCD. 
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El señor SANCHEZ Y SANCHEZ Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Senadores, debe tenerse 
en cuenta que el número de subtenientes que po- 
drían alcanzar el empleo de teniente por el proce- 
dimiento contemplado en este artículo está siem- 
pre sujeto a lo que las plantillas autoricen. El nú- 
mero de los que hayan de ascender cada año de- 
pende del tiempo de permanencia en el empleo. 
Una plantilla de cien podría estar cubierta por 
diez que permanecieran diez años o por cincuen- 
ta que permanecieran dos. Al exigir treinta y dos 
años de suboficial se considera que la permanen- 
cia como teniente será de tres años, ascendiendo 
33 de los cien cada diez años. Si d o  se exigiera 
25, como propone el Senador González Gastaña- 
ga, el tiempo en el empleo de teniente es de diez 
años y sólo ascenderían diez anualmente, con lo 
que reduciríamos las posibilidades de ascenso, 
cosa que no pretende nuestro Grupo. 

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación 
el voto particular al artículo 19, del Grupo Socia- 
lista. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 61 votos afavor; 78 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 

Se somete a votación el artículo 19 del dicta- 
voto particular. 

men de la Comisión (Pausa.) 

Efictuada la votacio, dio el siguiente resultado: 
78 votos a favor; 61 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 19 del dictamen de la Comisión. 

Respecto del artículo 20, que no tiene votos 
particulares, debo comunicar a la Cámara que, 
según escrito también producido en forma regla- 
mentaria por los señores portavoeces, se introdu- 
ce una rectificación en el segundo párrafo de di- 
cho artículo 20, al decir: «... tener cumplidos 
como mínimo 18 años de servicios efectivos 
como suboficial», se quiere que se modifique por 
«... quince años de servios efectivos, como subofi- 
cial». ¿Es así señores portavoces? (Asentimiento.) 

Informada la Cámara, con esta modificación se 
somete a votación, si a ello hubiera lugar, en caso 
de que no se acepte por la Cámara la propuesta 
que hace la Presidencia. (Pausa.) Por asentimien- 
to de la Cámara a esta propuesta queda aprobado 
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el artículo 20 del dictamen de la Comisión con la 
modificación a que se ha dado lectura anterior- 
mente. 

Al artículo 2 1 se mantiene dos votos particula- A ~ ~ ~ C U I O  21 

res, el primero correlativo a la enmienda «in 
voce» presentada en Comisión y que se refiere al 
párrafo primero. El Senador Paulino tiene la pa- 
labra. 

El señor PAULINO PEREZ Señor Presidente, 
señorías, basándonos en la filosofía de que tene- 
mos que tener un Ejército joven; de que hoy los 
oficiales y los jefes deben marchar y correr, hacia 
adelante por supuesto, con sus soldados, entende- 
mos que para el ascenso en la Escala Especial se 
debía rebajar el tiempo máximo de efectividad de 
doce años a ocho y, lo mismo, haber cumplido 
cinco años en vez de ocho en los servicios efecti- 
vos y de mando que se determinen. 

Creo que esto es congruente con esa idea de te- 
ner un Ejército joven, con la filosofía de la Ley de 
Reserva Activa tantas veces mencionada; y hay 
que pensar que un teniente de 52 años no corre 
mucho ni para atrás ni para adelante. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿Turnos en contra? (Pausa.) ¿Portavo- 
ces? (Pausa.) Tiene la palabra el Senador Sán- 
chez Sánchez, por el Grupo UCD. 

El señor SANCHEZ Y SANCHEZ Señor Pre- 
sidente, señorías, se olvida la razón de ser de esta 
Escala, que es, junto a la de promoción de subofi- 
ciales, la de poder disponer de un número de ofi- 
ciales, capitanes y tenientes, necesarios para po- 
der tener cubiertas las plantillas. Este número de 
oficiales puede conseguirse haciendo mayores las 
promociones de la Academia General Militar y 
Academia Especial Militar o aumentando, dentro 
de ciertos límites, las permanencias en los em- 
pleos. La primera opción produciría una satura- 
ción en los empleos superiores y, como conse- 
cuencia, congelación de ascensos y mayor costo 
en los gastos de personal. Por ello se adopta la se- 
gunda. Los tiempos en los empleos se ajustan, por 
un lado, a los tres empleos que pueden alcanzarse 
y, por otro, fundamentalmente a cubrir las nece- 
sidades. Es necesario llamar la atención sobre que 
los doce años mínimos de la Ley 1 3/ 1974, dos de 
alférez y diez de teniente, se reducen a ocho y con 
doce se alcanza el empleo de capitán aun sin va- 
cante. 
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Podrá alegarse que el personal de la Escala Ac- 
tiva permanece menos tiempo en los empleos; 
debe ser así. Su tiempo de oficial es de formación. 
Su cometido es de jefe, como corresponde a una 
carrera universitaria. Es necesario resaltar en este 
punto que la Academia General Militar tiene la 
puerta abierta, como hemos indicado, a lo subofi- 
ciales. 

Otra opción serían los oficiales de complemen- 
to o universitarios en los que surge una vocación 
militar tardía, cuyo porcentaje es mínimo y que, 
al contrario, reduciría el volumen de ingresos en 
la Academia General Especial. 

Por estas razones mantenemos lo indicado en 
el dictamen de la Comisión. 

El señor PRESIDENTE: Señor Paulino, ¿debe 
haber entendido la Presidencia que ha defendido 
conjuntamente los dos votos particulares al ar- 
tículo 21? (Asentimiento.) Le ruego que cuando 
vaya a hacerlo, lo diga al comienzo de su inter- 
vención. 

El señor PAULINO PEREZ: Perdón, señor 
Presidente, no lo haré más. 

El señor PRESIDENTE: En ese caso, procede 
someter a votación por su turno, en primer lugar, 
el voto particular del Grupo Socialista al párrafo 
1 del artículo 2 1. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 60 votos a favor; 85 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular. 

Procede someter a votación el voto particular 
del Grupo Socialista al párrafo final del artículo 
21. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 61 votos a favor; 8-5 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 

Se somete a votación el artículo 21 del dicta- 
voto particular. 

men de la Comisión. 

do: 65 votos a favor; 61 en contra. 
Efectuada la votacion, dio el siguiente resulta- 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 2 1, según el dictamen de la Comisión. 

Artículo 22. Voto particular del Grupo Socia- A ~ ~ ~ C U I O  22 

lista; enmienda «in vote» en Comisión al párrafo 
1. Tiene la palabra el señor Baeza. 

El señor BAEZA MARTOS: Señor Presidente, 
ruego se consideren retiradas todas las enmiendas 
al artículo 2 1 ,  salvo la que se refiere al párrafo 4. 

El señor PRESIDENTE: Es decir, ¿la enmien- 
da de adición? 

El señor BAEZA MARTOS: La enmienda de 
adición al párrafo 4. 

El señor PRESIDENTE: La que pretende adi- 
cionar un nuevo párrafo. 

El señor BAEZA MARTOS: Se retiran todas 
las enmiendas, salvo la de adición de un nuevo 
párrafo, asimismo se retiran las enmiendas al ar- 
tículo 23. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
Senador Baeza para defender el voto particular, 
el único subsistente al artículo 22, que se refiere 
al párrafo cuarto. 

El señor BAEZA MARTOS: Se trata de agre- 
gar, después de «tiempos de mando operativos, 
etcétera>, «para el ascenso a comandante será ne- 
cesario haber cumplido como máximo trece años 
entre los empleos de teniente y capitán». Por 
congruencia con el criterio ya expresado por el 
compañero Paulino, de este Grupo, considera- 
mos que con los trece años en el empleo rejuve- 
necemos notablemente el acceso a comandante, y 
es toda la filosofia que contiene esta enmienda, 
que redunda en las que anteriormente hemos pre- 
tendido introducir. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿Turnos en contra? (Pausa.) ¿Turno de 
portavoces? (Pausa.) Tiene la palabra el Senador 
Martín Villa, del Grupo de Unión de Centro De- 
mocrático. 

El señor MARTIN VILLA: Simplemente, para 
enunciar, en la brevedad del debate, que los crite- 
rios están suficientemente expuestos y que nos 
reiteramos y damos por reproducidos los ante- 
riormente enunciados. 
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El señor PRESIDENTE: Pasamos, pues, a la 
votación del artículo 22. Retirado el voto parti- 
cular relativo al párrafo primero, sometemos a 
votación el voto particular, defendido por el Gru- 
po Socialista, al párrafo 4." de este mismo artícu- 
lo. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos a favor, 60; en contra, 84. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazado el 

Sometemos a votación el artículo 22, conforme 
voto particular. 

al dictamen de la Comisión. 

Efictuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos a favor, 84: en contra, 60. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 22, según el dictamen de la Comisión. 

Ha sido retirado el voto particular del Grupo 
Socialista, enmienda «in vote» en Comisión, de 
adición de un párrafo al artículo 22. 

Artículo 23. Han sido retirados los votos parti- 
culares del Grupo Socialista, relativos a los párra- 
fos 1 .O y 2.", según enmiendas «in vote» en Comi- 
sión. 

Resta el voto particular del Grupo Catalunya, 
Democracia i Socialisme, enmienda número 1 O, 
que se refiere al párrafo 2.0. 

Artículo 23 

Tiene la palabra el Senador Nadal. 

El señor NADAL COMPANY: Se trata de la 
enmienda número 10 al artículo 23, en concreto 
al número 2, que dice así: «Los componentes de 
la escala de jefes y oficiales especialistas desem- 
peñarán los cometidos propios de su especiali- 
dad, bien dirigiendo la ejecución de los trabajos, 
bien supervisándolos o ejecutándolos personal- 
mente)). Y sigue: «Ejercerán el mando y dirección 
de los equipos de personal técnico o de las unida-) 
des que fijen las plantillas, y realizarán todos 
aquellos servicios ... » A partir de aquí, nosotros 
pretendemos sustituir el texto por el siguiente: 
«... todos los servicios técnicos que exija el cum- 
plimiento de su función específica)). Es decir, su- 
primiendo el resto, con el fin de evitar que en un 
momento dado pueda quedar confundido su em- 
pleo con otros empleos que nada tengan que ver 
con su función específica. Sus servicios son técni- 
cos, y exigen el cumplimiento de una función, re- 
pito, específica. 

La motivación, como consta en la enmienda, es 
el reservar al personal técnico especialidades y 
cometidos propios, que no les alejen de su fun- 
ción estricta. Esta es la finalidad de nuestra en- 
mienda, y espero que sea comprendida por la 
mayona del Senado. 

El señor PRESIDENTE: Turnos a favor. (Pau- 
sa.) Turnos en contra. (Pausa.) Turnos de porta- 
voces. (Pausa.) Tiene la palabra el Senador Agui- 
rre, por el Grupo de UCD. 

El señor AGUIRRE MARTINEZ-FALERO: 
Señor Presidente; telegráficamente, para oponer- 
nos a la enmienda, del Grupo Parlamentario Ca- 
talunya, Democracia i Socialisme, por dos argu- 
mentos fundamentalmente. Primero, su señona, 
Senador Nadal, no debe ignorar que en España, 
en el Ejército español, hay diversos centros y 
acuartelamientos que están únicamente consti- 
tuidos por oficiales y suboficiales especialistas. 
De prosperar su enmienda, Senador Nadal, nos 
veríamos en el poco gratificante ejemplo de tener 
que traer oficiales o suboficiales de otros centros 
para hacer las guardias en los servicios económi- 
cos o de armas en los centros de esos especialistas. 

En segundo lugar, la actual redacción dice que 
el jefe de la unidad puede dispensarle de los servi- 
cios por interés iogístico. 

Por estas razones mantenemos el texto del dic- 
tamen. 

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación 
el voto particular que ha defendido el Grupo Ca- 
talun ya, Democracia i Socialisme, enmienda nú- 
mero 1 O, al artículo 23. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 59 votos afavor; 84 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular. Pasamos a votar al artículo 23, 
según el dictamen de la Comisión. 

Efectuada la votacihn, dio el siguiente resulta- 
do: 84 votos a favor; 59 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 23 del dictamen. 

Los artículos 24 y 25 y las Disposiciones finales 
primera y segunda no tienen votos particulares. Disposiciones 

Si no hay objeción serán considerados en su tota- 
lidad. 

Artículos 

:::y2. 
24 y 25 y 
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La Presidencia propone a la Cámara su apro- 
bación. (Pausa.) Por asentimiento de la Cámara a 
esta propuesta de la Presidencia quedan aproba- 
dos los artículos 24 y 25 y las Disposiciones fina- 
les primera y segunda del dictamen. 

La Disposición transitoria primera tiene un 
voto particular del Grupo Socialista, enmienda 

Disposiciones 

1:. 2.. 
Y 3.' número 8. 

transitorias 

El señor BAEZA MARTOS: Se retira. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. Por 
retirado. En ese caso, las Disposiciones transito- 
rias primera, segunda y tercera quedan sin votos 
particulares. ¿Se pueden también contemplar en 
su conjunto, Senador Baeza? 

El señor BAEZA MARTOS: Sí, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: La Presidencia pro- 
pone su aprobación por la Cámara. (Pausa.) 
Aceptada por la Cámara esta propuesta de la Pre- 
sidencia, por su asentimiento se dan por aproba- 
das las Disposiciones transitorias primera, segun- 
da y tercera del dictamen. 

Disposición transitoria cuarta. Antes de cono- 
cer la suerte que deba correr el voto particular del 
Grupo Catalunya, Democracia i Socialisme, que 
postula su supresión, debo notificar a SS. SS. que 
también, según escrito reglamentariamente for- 
mulado por los señores portavoces, se postula 
que el apartado segundo de esta Disposición tran- 
sitoria cuarta quede redactado así: «Los ascensos 
al empleo de capitán, consecuencia de las ante- 
riores convalidaciones, se concederán de modo 
automático a la entrada en vigor de la presente 
Ley». 

¿Es ese el criterio de los señores portavoces y, 
por consiguiente, de los Grupos Parlamentarios? 
(Asentimiento.) Así queda suficientemente ilus- 
trada la Cámara. 

Por el Grupo Catalunya, Democracia i Socia- 
lisme, para defender el voto particular, enmienda 
número 1 1,  tiene la palabra el Senador Nadal. 

Disposición 
transitoria 

4: 

El señor NADAL COMPANY: Hemos renun- 
ciado, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. Por 

¿Acepta la Cámara la propuesta de la Presiden- 
renunciado. 

cia de dar por aprobada la Disposición transitoria 
cuarta con el texto que para su apartado segundo 
acabo de leer anteriormente? (Asentimiento.) 
Asiente la Cámara a esta propuesta, y, en conse- 
cuencia, con ello se da por aprobada la Disposi- 
ción transitoria cuarta y por concluido el debate 
sobre este proyecto de Ley, de suerte que, tal 
como dispone el artículo 90 de la Constitución, 
se dará traslado de las enmiendas propuestas por 
el Senado al Congreso de los Diputados para que 
éste se pronuncie sobre las mismas, en forma pre- 
via a la sanción del texto definitivo por Su Majes- 
tad el Rey. 

- DE LA COMISION DE CONSTITUCION 
EN RELACION CON EL PROYECTO DE 
LEY ORGANICA SOBRE PROTECCION 
CIVIL DEL DERECHO AL HONOR, A LA 
INTIMIDAD PERSONAL Y FAMILIAR Y 
A LA PROPIA IMAGEN 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a conocer el 
dictamen de la Comisión de Constitución en rela- 
ción con el proyecto de Ley Orgánica sobre Pro- 
tección Civil del Derecho al Honor, a la Intimi- 
dad Personal y Familiar y a la Propia Imagen. 

Se han formulado diversos votos particulares a 
este proyecto de Ley. 

¿Está en la sala el señor Presidente de la Comi- 
sión de Constitución o quien le sustituya, en su 
caso, para notificar si la Comisión designó Sena- 
dor que defendiera o expusiera el dictamen? 

El señor SARASA MIQUELEZ: La Comisión 
designo al Senador Villar Arregui. 

El señor PRESIDENTE: El Senador Villar 
Arregui tiene la palabra. 

El señor VILLAR ARREGUI: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Senadores, el texto sobre el 
que la Comisión de Constitución ha deliberado es 
un proyecto de Ley Orgánica, por cuanto regula 
un derecho fundamental, cuyos límites y cuya 
concreción tiene reserva de Ley Orgánica, porque 
el derecho fundamental constitucional está reco- 
nocido en el número 1 del artículo 18 del texto 
fundamental. 

Me incumbe defender el dictamen de la Comi- 
sión y relatar ante SS. SS. cuál ha sido el proceso 
que el texto ha seguido en los debates en Ponen- 
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cia y en Comisión. Trataré de hacerlo en los tér- 
minos más sucintos, para no cansar la atención 
de la Cámara. 

Se trata de un proyecto de Ley que se alinea 
con otros de análoga naturaleza vigentes - 
algunos desde el siglo pasado- en países que for- 
man parte, como España, del Consejo de Europa. 
Se trata de buscar un eficaz amparo a la trilogía 
del honor, de la intimidad familiar y de la propia 
imagen; amparo que algunos pueden pensar que 
ya estaba contenido en sede penal, a través de la 
tipificación de los delitos de injuria y de calum- 
nia. La práctica judicial de las querellas -puesto 
que no son delitos perseguibles de o f i c i e ,  fun- 
dadas en la presunta comisión de un delito de in- 
jurias y calumnias, ha puesto de manifiesto cómo 
uno de los derechos fundamentales que la Consti- 
tución consagra está en peligro. A este respecto, 
parece evidente que las fronteras del derecho a la 
protección de la intimidad personal y familiar, 
del honor y de la propia imagen están marcadas 
por otros dos derechos, también de naturaleza 
fundamental, como son el derecho a la libre ex- 
presión del pensamiento y el derecho a la libertad 
de información, derecho este Último que tiene 
como destinatario singular al elector en un siste- 
ma democrático, en que, residiendo en el pueblo 
la soberanía, ésta se articula a través del mecanis- 
mo de la representación. 

La Comisijn del Senado ha respetado los crite- 
nos políticos inspiradores del texto remitido por 
el Congreso de los Dipiutados, pero ha perfilado 
aquel texto en ferminos tales que la eficacia jurí- 
dica diana de su práctica sea real, como pide el 
artículo 9 . O . 2 ,  de la Constitución a los poderes 
públicos, cuando regula la libertad o la igualdad 
de las personas y de los Grupos. 

¿En qué sentido la Comisión ha matizado el 
texto procedente del Congreso de los Diputados, 
cuyos criterios políticos respeta? En primer lugar, 
el texto ampara el derecho al honor. En la dog- 
mática jurídica es un criterio consagrado el de 
que sólo la persona puede ser titular de derechos. 
Consiguientemente, sólo los vivos puede ser titu- 
lares del derecho al honor, porque la personali- 
dad (hablo en términos jurídicos, no en términos 
escatológicos) se extingue con la muerte. El dere- 
cho al honor que la Ley ampara tiene una doble 
dimensión: el derecho al honor de la persona 
viva, el derecho al respeto de su intimidad y el de- 
recho a la no explotación de su imagen -y aquí 
la Comisión del Senado ha introducido un ele- 

mento de identificación no incluido en el texto 
del Congres- entendida ésta, la imagen, en su 
sentido más obvio, la propia fotografia, o cual- 
quier otro signo de identidad personal, como 
puede ser la voz de quien hable. 

Como decía, el honor de una persona puede ser 
violado, vulnerado, en vida de esa persona. Pero 
la Ley trasciende la protección, para amparar 
también al ámbito familiar del fallecido porque 
los agravios a la memoria del muerto vulneran un 
interés, legítimamente protegido, de aquellos que 
con él constituyeron una unidad familiar. 

Tal vez en el proyecto del Congreso no queda- 
ban claramente delimitados el ámbito de protec- 
ción del derecho al honor de la persona viva y el 
derecho de protección de la fama de la persona 
fallecida. Esa delimitación se ha establecido ine- 
quívocamente en el texto de la Comisión del Se- 
nado, al señalar, de una parte, que el derecho al 
honor, cuando se lesiona en vida, del agraviado, 
da origen a una indemnización que percibe el 
propio lesionado, y en el caso en que fallezca an- 
tes de que la acción haya prosperado o antes de 
que la indemnización haya sido percibida, esa in- 
demnización, integrada en su caudal relicto, co- 
rrerá la misma suerte que corra la herencia, de 
acuerdo con sus disposiciones testamentarias o, 
en su defecto, de acuerdo con la declaración de 
herederos ab-intestatos. 

No Ocurre lo mismo cuando el agravio se co- 
mete contra la memoria de un muerto, y no ocu- 
rre lo mismo porque la indemnización que gene- 
ra ese agravio a la memona ya no puede integrar- 
se en la masa patrimonial del muerto, o cuya per- 
sonalidad, con el fallecimiento, se ha extinguido. 

El Senado, clarificando en este punto el texto 
del Congreso, ha entendido que los destinatarios 
de la indemnización que el Juzgado recuerde ha- 
brán de ser las mismas personas a las que la Ley 
legitima para entablar la acción: el cónyuge, los 
descendientes, los ascendientes y los hermanos de 
aquél cuya memoria está agraviada, y la indemni- 
zación habrá de ser repartida entre esas personas, 
de acuerdo con lo que el Juez estime en la senten- 
cia, en fünción del perjuicio irrogado a cada uno 
de los eventualmente agraviados con la afrenta. 

Otro tema oscuro en el texto del Congreso, cla- 
ro en el del Senado, es el tema atinente a la cadu- 
cidad de la acción y al plazo durante el que el de- 
recho a la fama es susceptible de protección jun- 
dica. La acción para perseguir en vía civil o, en su 
caso, en vía administrativa, cualquie intromisión 
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ilegítima en el ámbito reservado a la intimidad de 
la persona caduca a los cuatro años, contados, na- 
turalmente, desde que el agravio se produce. En 
cambio, el plazo durante el que la memoria del 
fallecido goza de protección jurídica es un plazo 
que tiene dos dimensiones distintas en la Ley: 
ochenta años para el caso en que el agraviado 
«post mortem» hubiera nombrado a una persona 
jurídica en su testamento, con el fin de perseguir 
estos hechos; ochenta años para el supuesto en 
que sea el ministerio fiscal el legitimado, y la vida 
de los descendientes, ascendientes y hermanos del 
fallecido, cuya memoria se agravia, que vivieran 
al tiempo de ocurrir su fallecimiento. 

En el texto del Congreso había una expresión, 
concretamente se empleaba el término «supervi- 
vencia), de ambigua significación, que dio origen 
a que por parte de no pocos Senadores se postula- 
ra la supresión del mismo, hasta que la Comisión 
advirtió que la significación de la supervivencia 
no equivale a la de vivencia; sólo sobrevive el que 
estando vivo al tiempo en que ocurre un falleci- 
miento, sigue vivo al tiempo en que ocurre un 
evento, un acaecimiento, un agravio, que, en de- 
finiva, es lo que la Ley ampara. 

Se ha introducido, con posterioridad a los de- 
bates de la Comisión, una enmienda, amparada 
por ia firma de los portavoces de todos los Grupo 
Parlamentarios de la Cámara, para matizar un 
extremo importante y poner el texto de la Ley en 
línea con sus homólogas de los países europeos, a 
los que antes me he referido. Es posible que la in- 
tromisión en el honor, en la usurpación de la 
imagen, esté ocurriendo cuando la demanda se 
insta. Hacía falta dotar al Juez de una potestad 
cautelar para que «in limite litism decidiera el 
cese de la intromisión ilegítima en el ámbito re- 
servado a la autonomía de la intimidad del indi- 
viduo, ordenando, por ejemplo, la retirada o la 
separación de un determinado anuncio o adop- 
tando cualquier otra medida semejante que per- 
mitiera el inmediato cese del agravio durante la 
sustanciación del proceso. 

Otras enmiendas de entidades introducidas por 
la Comisión se refieren a la tramitación procesal 
de las pretensiones que tengan su origen en esta 
Ley. Pero antes de entrar en ella, debo hacer refe- 
rencia a una posible ambigüedad, que, a mi jui- 
cio, no es tal. En algún pasaje de la Ley se dice 
que para el caso en que el hecho perseguido sea 
constitutivo de delito, se estará a lo dispuesto en 
el Código Penal. Es claro que la Ley quiere que el 

agraviado o el legitimado para perseguir el agra- 
vio de la persona fallecida tenga expeditas dos 
vías: la criminal, en su caso, y en todo caso, la ci- 
vil. Y digo la criminal en su caso porque los deli- 
tos de injuria y de calumnia, por su naturaleza 
privada, no son perseguibles por el Ministerio 
Fiscal, sino sólo por el que los sufre; y la civil en 
todo caso porque aunque el hecho sea constituti- 
vo de delito, si el agraviado o el legitimado para 
perseguirlo opta por la vía civil, está en su perfec- 
to derecho de haber renunciado al enjuiciamiento 
criminal de la misma cuestión. 

El artículo 53.2 de la Constitución remite a una 
Ley el establecimiento de un procedimiento fun- 
dado en el principio de sumariedad para la eficaz 
protección, para lo que en algún texto, que no ha 
llegado a ver la luz como texto legal, se llamaba 
amparo judicial de los derechos fundamentales y 
libertades públicas, contenidos en la zona com- 
prendida entre el artículo 15 y el 29, ambos in- 
clusive, de la Constitución, así como en el artícu- 
lo 14, que consagra el principio de igualdad. 

Hasta la fecha no hay más Ley que la Ley de 
Protección Jurisdiccional de los Derechos Fun- 
damentales, de diciembre de 1978. En el Congre- 
so de los Diputados, al término de esta Ley, se ha- 
cía una remisión a la Orgánica del Tribunal 
Constitucional, en la cual se contemplaba sólo 
una de las tres vías que la Ley de Protección Ju- 
risdiccional de los Derechos Fundamentales abre 
a quien quiera ampararse en ella; la vía conten- 
cioso-administrativa. Es obvio que en materias 
comprendidas dentro del ámbito acotado por esta 
Ley, la mayor parte presumible de los procesos 
que hayan de sustanciarse tendrán por sede pro- 
pia el orden jurisdiccional civil. Es obvio que 
aunque la intromisión ilegítima en el ámbito de 
la intimidad o del honor proceda de los poderes 
públicos, el agraviado podrá también utilizar la 
vía civil para perseguir la indemnización de la 
Administración del poder público agraviante. 

Por consiguiente, el cierre, hecho sin duda sin 
haber podido percatarse en el Congreso del resul- 
tado al que conducía la dicción con que se expre- 
saba la Disposición correspondiente, para limitar 
sólo a la Jurisdicción Contencioso-Administrtiva 
la aplicación de esa Ley de Protección Jurisdic- 
cional de los Derechos Fundamentales, resultaba 
un cierre inadecuado en el terreno de la protec- 
ción de los derechos que esta Ley reconoce, regu- 
la y ampara. Por eso se ha conferido una redac- 
ción distinta a la Disposición adicional corres- 
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pondiente, con la doble finalidad de que por el 
procedimiento sumario civil establecido en la 
Ley citada, de diciembre de 1978, se puedan sus- 
tanciar las causas entre particulares, y aún las 
causas seguidas entre un particular agraviado y 
un poder público, causas estas últimas en que la 
vía civil agota la vía jurisdiccional previa y per- 
mite el acceso al recurso de amparo ante el Tri- 
bunal Constitucional. 

Creo, en suma, que esta Ley mantiene el nece- 
sano equilibrio entre dos derechos fundamentales 
en juego: de una parte, el derecho a la protección 
del ámbito reservado al honor y a la intimidad 
personal, incluyendo la propia imagen, y, de otro 
el ámbito reservado a la libertad de expresión. 

En el equilibrio entre ambos derechos se en- 
cuentra verdaderamente amparada la plena e in- 
divisible libertad. 

El señor PRESIDENTE: Procede, en su caso, 
reservar un turno a favor y otro en contra, inde- 
pendientemente de los turnos de portavoces a la 
totalidad. 

¿Turno a favor? (Pausa.) ¿Turno en contra? 
(Pausa.) ¿Turno de portavoces? (Pausa,) 

El Senador Cabrera, por el Grupo Socialista 
Andaluz, tiene la palabra. 

El señor CABRERA BAZAN: Señor Presiden- 
te, señorías; como acaba de exponer el Senador 
Villar Arregui, estamos en presencia de una Ley 
transcendental y que, por supuesto, tiene el trá- 
mite que corresponde a su importancia. 

Yo no voy a caer aquí en la fácil tentación de 
teorizar sobre los derechos de la personalidad, ya 
ampliamente estudiados por juristas insignes, de 
los que cabria citar a De Cupis, Wacks, Lindon, 
y, entre los españoles, a Beltrán de Heredia y a De 
Angel, etcétera. No voy a entrar en este tema teó- 
rico. 

Pero sin olvidar las importantes construcciones 
doctrinales que al legislador siempre importan y 
que ha de tener en cuenta en el momento de la 
elaboración de las Leyes, lo que importa real- 
mente es legislar con eficacia, sobre todo cuando 
se está en presencia de una Ley de la importancia 
de esta Ley de Protección del Derecho al Honor, 
a la Intimidad y a la propia imagen. Importa le- 
gislar con eficacia para conseguir el fin de la reali- 
zación de la justicia. Y ésta es la responsabilidad 
de estas Cámaras,y en concreto de esta Cámara 
Alta, en la medida en que se le reconozca, en 
cierto modo, la facultad legislativa. 

Existe una enorme responsabilidad en la cons- 
trucción de un nuevo ordenamiento jurídico; res- 
ponsabilidad que es de doble vertiente, porque, 
por un lado, estamos a la salida de un régimen sin 
libertades, en el que apenas se reconocían los de- 
rechos o se negaban de manera total los derechos 
de las personas; y, por otro lado, porque estamos 
avanzando hacia un estadio de la civilización en 
el que una serie de fenómenos amenazan seria- 
mente la faz tradicional de la cultura de Occiden- 
te: me estoy refiriendo, en concreto, al uso que se 
hace o que cabe hacer de la tecnología en nume- 
rosos aspectos de la vida humana. En este aspec- 
to, y además en otros, es en el que hay que dete- 
nerse para darse cuenta de la importancia de la 
Ley ante la que estamos en presencia. 

Se trata de una Ley con la que se pretende tute- 
lar los derechos de la personalidad, derechos que, 
aun de naturaleza inmaterial, son innatos a la 
persona, nace con ellos sin necesidad de que le 
sean reconocidos por el ordenamiento jurídico. 
Pero es el caso que estamos en una época de crisis 
de las libertades y de los derechos, y muy específi- 
camente de los derechos de la personalidad. 
La tecnología invade todos los ámbitos de la 

existencia y de la vida humana: la electrónica, la 
cibernética, la informática, que yo no sé muy 
bien si significan lo mismo o si se trata de una se- 
rie de nombres que aluden a fenómenos distintos, 
nombres esdrújulos y espectaculares con los que 
algunas veces parece que se pretende asustar a los 
ciudadanos. Estas técnicas, aplicadas a la infor- 
mación y a la acumulación de datos sobre las per- 
sonas, han puesto en alama a los juristas, que se 
escandalizan del uso que se hace de estas técnicas. 

Para citar a dos juristas insignes, el francés Ri- 
pert habla de la destrucción de los derechos indi- 
viduales, y nuestro compatriota Sánchez Agesta 
alude a la necesidad de la protección gegativa de 
la autonomía de la vida privada frente a la viola- 
ción por los particulares y por los agentes del Es- 
tado. 
Las personas están quedando reducidas a una 

simple ficha en la que se acumulan una serie de 
datos, siempre datos de interés para aquéllos que 
persiguen las libertades de estas personas. Se está 
asistiendo a la irrupción de unos nuevos y, en 
cierto modo, monstruosos poderes sociales res- 
pecto de los que los juristas tenemos la obligación 
de perseguir un control eficaz. De esto se trata 
con esta Ley; se trata de hacer efectiva la tutela y 
la protección de estos derechos de la personali- 
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dad, tratando de arbitrar una serie de medidas en- 
caminadas a hacer eficaces y a evitar que queden 
en meros principios o declaraciones programáti- 
cas a nivel constitucional. 

¿La Ley que se va a aprobar responde realmen- 
te a las expectativas que pueda haber puesto en 
ella la sociedad? Ciertamente es una Ley muy im- 
portante, pero hay que decir, se tiene la obliga- 
ción de decir, que la Ley está bien, pero que po- 
dría estar mejor. 

Para ser congruente y djsciplinado con mi Gru- 
po, yo no voy a poner la Ley aquí de vuelta y me- 
dia, porque vamos a votar a favor, pero sí voy a 
decir, manteniendo determinados criterios, que 
la Ley era perfeccionable. Probablemente man- 
tenga yo aquí criterios de perfeccionismo jurídi- 
co, pero permítaseme la libertad de, por lo me- 
nos, aludir a ello. 

Desde una Óptica crítica genérica, yo podría 
decir que la Ley adolece o pendula entre un cier- 
to judicialismo, porque contiene algunas remisio- 
nes, como ha puesto de manifiesto el Senador Vi- 
llar Arregui, a otras disposiciones, que mientras 
no se desarrollen necesariamente, el Juez ha de 
hacer uso de facultades creativas, en cierto modo, 
de un nuevo Derecho. 

Por otra parte, también en la Ley y en la discu- 
sión en Comisión se ha puesto de manifiesto la 
desconfianza existente entre los distintos poderes 
estatales; el legislativo no se fia del Ejecutivo, 
tampoco se tia del Poder judicial, de alguna ma- 
nera, y quiere encorsetarlo amontonando normas 
que algunas veces no mueven más que a confu- 
sión. Creo que todo se andará y que iremos a una 
fase o estadio legislativo en las Cámaras en que 
estos defectos se comjan por sí solos. 

Pero en el terreno de las concreciones, yo voy a 
hacer tres o cuatro alusiones al cuerpo normativo 
de esta Ley. 

En primer lugar, como ya puse de manifiesto 
en Comisión, en los artículos 1 .O y 2.0 de la Ley, 
cuando se alude a la renuncia, a la inalienabili- 
dad y a la imprescnptibilidad de estos derechos, 
creo que hubiese sido mucho más congruente, 
dentro de una lógica jurídica, hablar de estos fre- 
nos en cuanto a las consecuencias patrimoniales 
de los derechos. Por supuesto que no se puede re- 
nunciar al derecho al honor, pero respecto del de- 
recho a la intimidad y el derecho a la imagen sí 
cabe negociar o alienar algunas de las competen- 
cias patrimoniales de los mismos. 

Hay un punto importante que se ha escapado y 

a mí me parece que es grave. El artículo 8." de 
esta Ley, cuando habla en su apartado 2, letra a), 
de que el derecho a la imagen no impedirá su cap- 
tación, reproducción o publicación por cualquier 
medio cuando se trate de personas que ejerzan un 
cargo público o una profesión de notoriedad o 
proyección pública, y la imagen se capte durante 
un acto público o en lugares abiertos al público, 
se dice que este es perfectamente posible. Pero 
por aquí se puede colar el riesgo de la confusión 
entre lo que es estrictamentre informativo y la 
posibilidad de que el hecho informativo se utilice 
como ocasión para la comercialización. 

Al Senador Femández-Galiano, cuando expli- 
cábamos esto en Comisión, no le pasó por alto el 
recordar que si él se encontraba en esta Cámara 
con la manga de la chaqueta remangada y se le fo- 
tografiaba enseñando un reloj de una determina- 
da marca y esta fotografia se publicaba, esto po- 
dna dar lugar a aprovechar el hecho informativo 
como ocasión de ganancia. Esto es perfectamente 
posible. Y un hecho verdaderamente oportuno al 
canto: en la revista «Cambio 16)) de anteayer apa- 
rece una nota en la que se dice que a Felipe Gon- 
zález, la marca Adidas le ha colado un gol, por- 
que la empresa de ropa deportiva Adidas, que 
paga cuarenta millones a los futbolistas de la se- 
lección nacional por exhibir el emblema de la 
tres hojas y las tres rayitas blancas en sus unifor- 
mes, ha conseguido una publicidad aún mayor 
cuando el Secretario General del Partido Socia- 
lista, Felipe González, apareció fotografiado en la 
revista «Interviú» luciendo teóricamente el mis- 
mo uniforme que la selección nacional. «Alguien 
ha metido un gol al líder de la oposición», dice la 
revista. Mientras éste correteaba frente al fotógra- 
fo con un balón en los pies luciendo esta marca 
publicitaria, Adidas consiguió anunciarse en la 
tal revista sin soltar un duro a nadie, que se sepa, 
a menos que haya habido un listo de por medio. 

Este riesgo existe y no se hizo caso en el mo- 
mento oportuno. Pero no todo es negativo, ni 
muchísimo menos. Probablemente haya meca- 
nismos en la Ley capaces de frenar esta posibili- 
dad abusiva de la actividad informativa. 

Al margen de ello, yo tengo que felicitarme y 
felicitar a los distintos grupos políticos de esta 
Cámara por que se haya logrado una enmienda 
transaccional «in vwe» en relación con el artícu- 
lo 9." de esta Ley. Se ha conseguido que dentro 
del artículo 9.0 se introduzca la expresión referida 
a las medidas cautelares en relación con el uso 
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abusivo de este derecho. Se dice que, entre dichas 
medidas, podrán incluirse las cautelares encami- 
nadas al cese inmediato de la intromisión ilegíti- 
ma. Felicidades a los grupos políticos de la Cá- 
mara, porque si esto no se hubiera introducido 
aquí, la Ley, en el ejercicio de la interdicción del 
abuso de estos derechos, hubiese quedado en 
nada con sifón; así de sencillo. Porque la remi- 
sión que se hace al artículo 53.2, para que se arbi- 
tre un procedimiento sumario de protección de 
estos derechos, en tanto esa Ley no se desarrollara 
-y de aquí al Mundial, el uso y abuso de este de- 
recho iba a alcanzar cotas extraordinarias-, la 
remisión, mientras tanto, a la Ley de 26 de di- 
ciembre de 1978, con un procedimiento de cogni- 
ción al cabo del cual se dictará una sentencia y 
después de esta sentencia las distintas instancias 
de apelación que quepan contra la misma, hubie- 
sen podido hacer que la sentencia hubiera deve- 
nido ilusoria en el momento de su ejecución. 

Afortunadamente, con esta enmienda, la inter- 
dicción de la arbitrariedad y del abuso del dere- 
cho de imagen quedan a salvo en virtud de estas 
medidas que se ponen en manos del Juez, permi- 
tiendo las medidas cautelares necesarias para in- 
terrumpir el hecho abusivo en el mismo momen- 
to que se produzca. Repito, pues, mis felicitacio- 
nes a la Cámara por esta enmienda transaccional. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el se- 
ñor Mir, por el Grupo Socialista del Senado. 

El señor MIR MAYOL Señor Presidente, muy 
brevemente porque, después de las intervencio- 
nes de los Senadores Villar Arregui y Cabrera Ba- 
zán, poca cosa más hay que añadir a esta Ley que 
no sean unas matizaciones o una visión que noso- 
tros tenemos de la filosofia profunda que la ha 
inspirado. 

Empezaré diciendo, obviamente, que desarro- 
llamos uno de los aspectos básicos de nuestra 
Constitución con esta Ley: la parte dogmática, 
que se llama, de la Constitución. Es el referido a 
los derechos fundamentales y, más concretamen- 
te, el ámbito de los derechos fundamentales que 
han venido a llamarse derechos de la personali- 
dad. 

Al convertir en Derecho positivo un mandato 
constitucional damos otro paso, es evidente, ha- 
cia el complicado, dificil y a veces lento proceso o 
camino de consolidar un régimen democrático 

moderno para España, huérfana durante muchas 
décadas de un ordenamiento jurídico que estuvie- 
se al servicio de la persona y no la persona al ser- 
vicio de los poderes establecidos. 

Precisamente los derechos que con esta Ley se 
van a proteger son considerados como derechos 
esenciales de la personalidad, y son innatos por- 
que nacen con la persona, es decir, no requieren 
acto jurídico algiino que motive su adquisición. 

La sociedad moderna y los instrumentos que la 
han posibilitado para intervenir en todos los ór- 
denes de la vida individual y colectiva han sido 
dando cada vez más importancia a la protección 
de estos derechos, que tienen ya una base positiva 
ya en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, artículos 12 y 17, y en la Convención 
de los Derechos Civiles y Políticos del año 1966, 
y hay determinadas constituciones, como la por- 
tuguesa, que la recogen. 

Es esta una Ley que protege civilmente a la 
persona frente a intromisiones ilegítimas por par- 
te de los poderes públicos o de la sociedad civil. 
Esta es una de las especialidades de la Ley que 
considero que deben remarcarse, y que ha sido re- 
marcada, por otra parte, puesto que sus fronteras 
no siempre pueden aparecer rigurosamente perfi- 
ladas. Me explicaré. Me refiero a las fronteras a 
partir de las cuales se puede entrar, por una parte, 
en lo ilícito penal y, por otra, en colisión con 
otros derechos, también esenciales en una sacie- 
dad democrática, como son los derechos de la li- 
bertad de expresión y de información, a los que 
ya se ha referido antes el Senador Villar Arregui. 

Estas fronteras pueden provocar colisiones de 
.ámbitos jurídicos precisamente porque la Ley no 
puede ni debe entrar en una casuística de hipofe- 
sis, que la podría hacer interminable. De ahí que 
la otra característica de la especialidad de esta 
Ley serán los Jueces que deberán aplicarla los 
que de alguna manera la irán creando y perfilan- 
do, a través de unos conceptos en la interpreta- 
cion de los cuales muchas veces pueden no ser 
exactamente coincidentes. 

El estudio de la legislación extranjera o de las 
sentencias de la jurisprudencia de Tribunales ex- 
tranjeros sobre estas materias nos ilustra sobre 
que el Juez es la pieza clave en todo el proceso de 
defensa de los derechos que se protegen con esta 
Ley. Serán los Jueces los que deberán decidir lo 
que es vida privada, intimidad, honor, sus límites 
y sus contenidos, porque la Ley no lo dice ni pue- 
de decirlo. Y no lo puede decir porque, siendo 
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como son derechos de la personalidad, cada indi- 
viduo puede tener un criterio o conducta hasta 
contradictorios sobre los mismos actos o hechos. 

He dicho antes que de alguna manera, los Jue- 
ces deberán crear, a partir de esta Ley, Derecho. 
Un Derecho nuevo que, en el transcurso del tiem- 
po y en los usos sociales, necesariamente tendrá 
que modificarse ante la multiplicación de situa- 
ciones que la vida actual posibilita y que esta Ley 
no puede contemplar. 

Sin embargo, el principio nuclear que conside- 
ramos debe inspirar la interpretación de esta Ley 
es el de reforzar los ámbitos de la libertad, nunca 
de disminuirlos. Reforzar los ámbitos de la liber- 
tad que signifique entender a la persona como fin 
de Derecho, pero sin caer en la visión de un indi- 
vidualismo, para nosotros, obsoleto. 

Defender la libertad no significa otorgar una 
autonomía absoluta a la persona, sino otorgarle 
las posibilidades para que se pueda realizar sin 
ser molestada ni ser objeto de intromisiones ilegí- 
timas. Por eso nosotros también hablamos de la 
socialización de la libertad, que significa que los 
poderes públicos deben crear las condiciones que 
hagan posible que la libertad no sea un derecho 
del que sólo pueda disfrutar una minoría. 

Una Ley -y con eso acabo, señor Presiden- 
te-, en fin, que va a permitir, esperamos que 
permita, reforzar al ciudadano frente a los pode- 
res de todo tipo, de todo orden que la sociedad ac- 
tual ha ido creando y que ha significado, puede 
significar, su manipulación, como en algún país 
de los denominados de civilización post- 
industrial sabemos que ya se está produciendo. 

Esperemos que en España no se llegue a las si- 
tuaciones a las que se ha llegado en estos países y 
que esta Ley nos ayude a ello. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parla- 
mentario de UCD, tiene la palabra el señor Enci- 
so. 

El señor ENCISO RECIO: Señor Presidente, 
señorías, tres preguntas, aparentemente margina- 
les, son indispensables para formulamos un aná- 
lisis y una valoración sobre esta Ley: la naturale- 
za jurídica de los derechos de la personalidad, la 
evolución histórica de los mismos y su presencia 
en el Derecho comparado. 

El profesor De Castro conceptúa los derechos 
de la personalidad como aquellos que conceden1 
un poder a las personas para proteger la esencia 

de su personalidad y sus más importantes cuali- 
dades. 

Para Beltrán de Heredia se trata de titularida- 
des jurídicas cuyo punto de partida o referencia 
es la personalidad misma, y que tienen un conte- 
nido ideal. 

En Alemania, en Suiza, en Francia, en España 
y en otras partes se ha discutido sobre la naturale- 
za de estos derechos. 

Gierke ha dado en la diana al exponer una opi- 
nión que recoge, con pretensión generalizadora, 
el estado actual de la cuestión. Los derechos de la 
penonalidad se hallan en parte ya desarrollados y 
reconocidos en parte todavía por nacer. Los ya, 
reconocidos constituyen derechos especiales de la 
personalidad; los demás forman el derecho gene- 
ral un poco vago e indefinido de la personalidad. 
Los primeros, concretados en determinadas y es- 
tables figuras jurídicas, a veces sancionadas tam- 
bién legislativamente, no agotan toda la materia, 
sino que dejan lagunas que deben de llenarse 
cuando el conocimiento del derecho lo requiera, 
esto es, cuando se advierte la necesidad de hacer 
referencia al derecho general de la personalidad y 
de extraer de ese fondo gris un nuevo Derecho es- 
pecial, neto y preciso. 

El profesor Galán ha hablado del sentimiento 
de la personalidad como uno de los más caracte- 
rísticos de la civilización occidental. En realidad, 
aparte la aportación del cristianismo, que sentó la 
base moral del proceso, hay cuatro o cinco jalo- 
nes históricos que condicionan la evolución de 
los derechos de la personalidad. El primero se re- 
monta al siglo XVII. 

Los «ius naturalistas» definieron los derechos 
naturales como aquellos derechos connaturales al 
hombre, que nacen con el, corresponden a su na- 
turaleza, están unidos a su persona y son preexis- 
tentes a su reconocimiento por el Estado. 

Los juristas de la Ilustración proporcionaron el 
fundamento teórico de la amplia gama de decla- 
raciones de derechos formulados en las trece co- 
lonias inglesas y en Francia en el último tercio 
del siglo XVIII. 

La abolición de los derechos feudales, la pro- 
clamación de la igualdad de los ciudadanos ante 
la Ley y de las libertades públicas matcan el ápice 
de un movimiento revolucionario y de las co- 
rrientes liberales que le suceden y perfeccionan. 

El tercer paso decisivo de la evolución que co- 
mentamos está en la primera etapa codificadora 
correspondiente al siglo XIX. En ella, la protec- 
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ción del individuo tuvo un carácter esencialmen- 
te privatista al no existir otra norma que la contu- 
viera fuera del Código Civil. 
La segunda etapa codificadora, inserta ya en el 

siglo XX, apunta a una protección pública, y no 
sólo privada, de los derechos de la personalidad. 
No se abandona la anterior confusión entre bie- 
nes de la persona, de naturaleza civil, y derechos 
del hombre, de naturaleza política, porque los de- 
rechos que concedían las codificaciones eran de 
carácter privado. Pero es ahora cuando surgen ar- 
gumentos de carácter público que dan lugar a un 
tipo de protección diferente. Comienza a tenerse 
conciencia de que el Presupuesto de toda protec- 
ción de la personalidad reside en la actuación de 
una libertad sustancial y no formal. 

Una Última y definitiva fase se inicia después 
de la segunda guerra mundial. Pocos años antes, 
el 5 de mayo de 194 1,  Roosevelt había dirigido 
un mensaje al Congreso norteamericano en el que 
preconizaba la instauración de un mundo rimado 
por la libertad en todos los órdenes. La Carta 
Atlántica y la Declaración de la ONU de 15 de 
enero constituyen los primeros latidos de una eta- 
pa de paz y libertad. Tres años después, el 10 de 
diciembre de 1948, aparece la Declaración Uni- 
versal de los Derechos del Hombre, el gran Códi- 
go que aspira a poner al hombre en el centro de la 
organización social. Aunque el alcance de esta 
Declaración y de todas las que siguen es preferen- 
temente político, los derechos de la personalidad 
experimentan un definitivo impulso. Por primera 
vez se traa de superar la vieja dicotomía derechos 
civiles-derechos políticos, porque no correspon- 
de ya a una diferencia sustancial. 

Por otra parte, si en épocas anteriores, la defen- 
sa de los derechos humanos se hace fundamental- 
mente mediante el resarcimiento del daño en el 
ámbito patrimonial, después de 1945 se contem- 
pla la garantía del ejercicio de estos derechos en 
sentido positivo y se' afirma una accionabilidad 
sin límites que comprende la garantía en el pro- 
ceso, la prohibición de detenciones arbitrarias y 
las interferencias en la vida privada, con la fami- 
lia, con la casa, con la correspondencia, así como 
con la protección del honor y de la reputación. 

En los tiempos que vivimos, los derechos de la 
personalidad son defendidos con creciente vigor 
frente a las múltiples agresiones o perturbaciones 
de que son objeto. Y no basta para defenderlos la 
tutela penal, sino también, y con especial énfasis, 
la protección civil. La protección civil y penal de 

los derechos de la personalidad está recibiendo 
un tratamiento cada vez más cuidadoso en los di- 
versos países. Dejando de lado la regulación de 
Códigos anteriores, el Código Civil griego del 46, 
el egipcio del 48, el portugués del 66, los proyec- 
tos franceses del 50 y los alemanes del 59, las pro- 
tecciones más completas y actuales derivan de la 
conocida Ley francesa de 17 de julio de 1970 so- 
bre el derecho a la intimidad privada. Con poste- 
rioridad, la ONU ha publicado un estudio que 
apunta a la formulación de normas intemaciona- 
les que protejan el derecho a la privacidad, a la 
intimidad privada. En él se trata de preservar la 
intimidad de las amenazas que derivan no sólo de 
las informaciones abusivas o inexactas, sino tam- 
bién del uso ilegítimo de medios tecnológicos 
modernos que amenazan, de forma cada vez más 
sustantiva, al hombre, cuando podían potenciar, 
también de forma sustantiva, al ser humano. 

En España, la protección de la vida privada re- 
sultaba hasta ahora a todas luces insuficiente. La 
tutela tenía que buscarse en las acciones puniti- 
vas de carácter público del Código Penal, contra 
delitos perseguibles a instancias de parte, o en la 
indemnización genérica prevista en el artículo 
1.902 del Código Civil contra aquél que por ac- 
ción u omisión cause daño a otro, interviniendo 
culpa o negligencia. Ambas vías de protección se 
han articulado a través de una jurisprudencia 
progresiva y responsable que ha hecho aplicación 
de preceptos incompletos a realidades más com- 
plejas. 

Ahora, en nuestra época, se está produciendo 
un acercamiento del Derecho penal al civil, y la 
tutela pública de orden penal sirve para reforzar 
el aseguramiento de los bienes de Derecho priva- 
do. Sobre ese supuesto parece obligado buscar 
fórmulas más eficaces para los derechos de la per- 
sonalidad en la Órbita penal, pero también y so- 
bre todo en la Órbita civil. 

La Constitución de 1978, como conocen 
SS. SS., contiene tres hitos fundamentales para 
orientar una nueva, más moderna y más justa le- 
gislación al respecto. 

El articulo 20 regula la libertad de expresión, 
pieza esencial, a juicio de mi Grupo, de todo sis- 
tema de libertades. La libre expresión se limita 
sólo por causas excepcionales, y una de ellas es el 
respeto a los derechos al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen. 
Estos derechos, configurados en el artículo 18.1 

de la Constitución, tienen el rango de fundamen- 
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tales y constituyen un segundo hito o factor de re- 
ferencia esencial para dotar de virtualidad jurídi- 
ca al ejercicio de la gran libertad y de lo que el 
añorado Joaquín Gamgues llamaba las pequeñas 
libertades de cada día. 

El tercer hito constitucional a que antes hacía 
referencia se contiene en el artículo 81.1, de 
acuerdo con el cual debe tramitarse la presente 
Ley como una Ley Orgánica. 

Señoras y señores Senadores, estamos haciendo 
honor a nuestra función parlamentaria al presen- 
tar ante la Cámara la Ley Orgánica sobre protec- 
ción civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen. Con ella 
cumplimos las previsiones legislativas constitu- 
cionales en una parcela de importancia. Pero la 
protección civil al honor, a la intimidad y a la 
propia imagen ha de verse completada con las 
prescripciones contenidas en el Libro segundo, 
Título X del vigente Código Penal, y, sí se cum- 
ple las expectativas legislativas del Gobierno, con 
la regulación de determinados aspectos del dere- 
cho a la intimidad personal y familiar que ofrece 
el proyecto de reforma del Código Penal aproba- 
do. 

¿Cuáles son los perfiles básicos de la Ley que 
presentamos? ¿Qué valor político cabe asignarla? 
En el texto legal, los derechos a la intimidad, al 
honor y a la propia imagen aparecen defendidos 
frente a todo género de intromisiones ilegítimas. 
De acuerdo con la doctrina moderna, estos dere- 
chos, que forman parte de los derechos de la per- 
sonalidad, se presentan como inalienables, im- 
prescriptibles e irrenunciables. 

Se fija también en la Ley el ámbito de protec- 
ción de los derechos; se fijan, en cierto modo, los 
límites y circunstancias limitativas de estos dere- 
chos y, en definitiva, se contribuye a aportar a la 
doctrina europea un modelo nuevo, en el que no 
hay, no tiene que haber, una definición de los de- 
rechos al honor, a la intimidad y a la propia ima- 
gen, pero sí una referencia, como se ha expresado 
aquí ya -y no voy a insistir más-, a las limita- 
ciones, condicionamientos y al sentido que esos 
derechos tienen. 

El valor político de esta Ley que comentamos 
es singular. Avanzamos, una vez más, en la línea 
de la estabilización de la democracia, y nos vale- 
mos para avanzar de la protección a la libertad, a 
todas las libertades, y de las limitaciones al buen 
uso de la libertad, que derivan precisamente de la 
protección a la persona y a la intimidad, que se 

está viendo amenazada por factores internos y ex- 
ternos, por factores psicológicos, sociológicos y 
de otra naturaleza, que amenazan al hombre con 
sumirle en la deshumanización. 

Desde el punto de vista técnico-jurídico, desde 
el punto de vista del contexto histórico, desde el 
punto de vista político, la iniciativa legislativa, 
del Gobierno en este caso, ha afrontado cauces 
adecuados y acertados. Estamos ante una Ley 
que, a no dudarlo, está en la línea de las grandes 
construcciones legislativas modernas sobre el 
tema, pero, además, estamos ante una Ley que, 
con la mejora introducida en la Comisión y lo 
que aquí se apruebe por los señores Senadores, 
nos va a servir como un instrumento fundamin- 
tal para hacer verdad, de alguna manera, la liber- 
tad y las libertades. 

Termino, señor Presidente. Permítame, seño- 
rías, que lo haga con unas palabras de un tratadis- 
ta particularmente simpático para mí, el Premio 
Nobel Hayek: «Nunca libertad y Ley van más 
hermanadas que cuando la Ley trata de señalar su 
campo, una parcela en la que el individuo puede 
desenvolverse libremente sin temor a la intromi- 
sión de los poderes públicos o de otros indivi- 
duos». 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Se pasa seguidamente 
al debate del articulado del dictamen. 

Al artículo 1.0 el Grupo de Senadores Vascos A ~ ~ ~ C U I O S  

mantiene un voto particular, que se corresponde 
con la enmienda número 1 1  y que afecta al nú- 
mero 1. El señor Unzueta tiene la palabra. 

1.' a 7." 

El señor UNZUETA UZCANGA: Señor Presi- 
dente, con objeto de facilitar información a esa 
Presidencia y ordenar el debate, simplemente de- 
cir dos cosas: que de los votos particulares reser- 
vados por este Grupo, sólo mantenemos el seña- 
lado con el número 18. En segundo lugar, que 
este voto particular corresponde a una enmienda 
que en su día era un párrafo del artículo 6.0; hoy 
ha pasado a formar parte del artículo 9.0, párrafo 
quinto, con lo cual, sospecho que la defensa ha- 
bría que hacerla en el momento en que se debata 
el artículo 9.0. 

El señor PRESIDENTE: En ese caso, debe tra- 
ducirse la intervención del Senador Unzueta en el 
sentido de que quedan sin votos particulares los 
artículos l .0,2.0 y 3.0, que ya lo estaban; 4.0; 5.0, 
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que tampoco los tenía; el 6 . O ,  puesto que pasa a 
ser defendido en el artículo 9.0; el 7.0, y ahí ten- 
dríamos que detenemos. 

Antes habré de hacer una comunicación a la 
Cámara y es que en el número 1 del artículo 3.0 
según el texto publicado en el «Boletín Oficial» 
correspondiente, se dice «el consentimiento de 
los menores incapacitados deberá prestarse» ...; 
naturalmente, falta la copulativa «e», «menores e 
incapacitados» ... Téngase presente por sus seño- 
rías. (El señor Villar Arregui pide la palabra.) 

El señor Villar Arregui tiene algo que decir, se- 
guramente interesante, para lo cual tiene la pala- 
bra. 

El señor VILLAR ARREGUI: Seguramente no 
es interesante; ya lo ha dicho el Presidente. 

Donde dice el texto «incapaces», debe decir 
«incapacitados». El error es doble: la fata de la 
cojunción copulativa «e» y la expresión «incapa- 
ces» que es «incapacitados». 

El señor PRESIDENTE: ¿El Senador Ojeda 
tiene algo que replicar? 

El señor OJEDA ESCOBAR: Sí, señor Presi- 
dente. El texto era «menores e incapaces», no «e 
incapacitados» . 

El señor PRESIDENTE A mi sólo se me ha 
pasado la observación relativa a la fata de la cu- 
pulativa «e». 

El señor OJEDA ESCOBAR: Sí, eso es cierto, 
señor Presidente. Pero según el texto del Congre- 
so, y las modificaciones que se han introducido es 
para que guardase, sobre todo en el tenor literal, 
relación con el texto del Congreso, el articulo 
debe decir «menores e incapaces». 

El señor PRESIDENTE: Realmente, como así 
lo dice. Si no ha habido ninguna otra modifica- 
ción, se mantiene, pues, en el número 1 del ar- 
tículo 3.0, «el consentimiento de los menores e 
incapaces deberá prestarse», etcétera. 

Si no hay objeción, los articulos 1 .O a 7.0 serán 
considerados en su totalidad. La Presidencia pro- 
pone a la Cámara su aprobación. (Pausa.) 

Por asentimiento de la Cámara a esta propues- 
ta de la Presidencia, se dan por aprobados los ar- 
tículos 1." a 7.0, ambos inclusive, del texto del 
dictamen. 

El Senador Portabella mantiene un voto parti-, Artíaio 8: 

cular al artículo 8.0 en correlación con la enmien- 
da número 58 que afecta al número 1. 

Tiene la palabra el señor Portabella. 

El señor PORTABELLA RAFOLS: Señor Pre- 
sidente, señorías, brevemente. Esta enmienda de 
adición que presenté al artículo 8.0, como SS. SS. 
habrán leído, tiene el interés de situar una formu- 
lación en un linde conflictivo entre los derechos 
fundamentales que contempla la Constitución en 
relación al ciudadano, derechos que podnan apa- 
recer como contrapuestos como es el derecho, tal 
como enuncia esta ley, al honor, a la intimidad 
personal y familiar e imagen propia, y el de la li- 
bertad de expresión e información. 

Esta enmienda de añadido es para intentar re- 
forzar este proyecto de Ley, con el que los profe- 
sionales de la información que trabajan en los 
medios de comunicación, puedan actuar con li- 
bertad y cumplimiento con su función básica, 
que es la de acumular información y verterla a 
través de los medios de comunicación. Tal como 
está ahora, aparece una zona imprecisa, en donde 
el periodista, o el profesional de los medios, en 
este caso, podría ser objeto de acciones por actua- 
ciones ilegitimas, tal como enuncia esta Ley, 
cuando en realidad lo que hacían, es cumplir ob- 
jetivamente con su función. Dicho de otra mane- 
ra, el periodista ya no se la juega solo, repito, di- 
cho en otros términos, el periodista ya no amesga 
en solitario la responsabilidad de sus formulacio- 
nes, sino que la empresa, en este caso el patnmo- 
nio, le respalda y cabría preguntarse a veces el 
empresario, cuánto me va a costar ahora meter- 
me con este señor, con lo cual se dispara un me- 
canismo de censura empresarial interna en defen- 
sa, no de la libertad de expresión, sino simple- 
mente de un patrimonio legítimo, y esto es una 
barbaridad. 

Es tan sencillo como esto. Una Ley que preci- 
samente pretende reforzar las libertades que con- 
templa la Constitución respecto al ciudadano, tal 
y como está ahora redactada, introduce un ele- 
mento que interfiere, yo diría que agresivamente, 
la libertad de expresión y las funciones de los pro- 
fesionales a través de los medios. Por ejemplo, 
una carta dirigida a un señor, ya no es en este caso 
propiedad del destinatario, sino que puede ser 
también del que la escribió; y, en todo caso, la 
empresa de cualquier medio de comunicación 
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debe replantearse, en relación al profesional, una 
situación de defensa de su propio patrimonio. 

Otro problema importante también es que, tal 
y como está, para el profesional de los medios de 
comunicación significa un seno obstáculo en la 
defensa de los intereses colectivos y, en realidad, 
frente a comportamientos individuales, sobre 
todo de personalidades públicas. Temas como el 
de la corrupción o deshonestidad, por ejemplo, 
podrían quedar tenuemente amparados tal y 
como está ahora la Ley, por el solo hecho de que 
el profesional no podría dar cierta información, 
que también puede ser información de la vida 
privada, en este caso, de determinadas personas, 
por lo menos en el área de la actividad pública. 

Creo que este es un hecho grave, de gravísimas 
consecuencias. Se ha hablado de introducciones 
ilegítimas en el recorrido de toda esta Ley; esta- 
mos en el ámbito de lo ilícito civil, pero el hecho 
es que no se puntualiza en este apartado la posi- 
bilidad de que los profesionales de los medios de 
comunicación puedan cumplir con su función sin 
verse mediatizados por una información restricti- 
va. Esta Ley puede poner en tela de juicio la fun- 
ción de estos medios en cuanto a esgrimir la liber- 
tad de expresión y, sobre todo, la de informar ob- 
jetivamente sobre hechos de interés colectivo. 
Cabe señalar también que, al amparo de esta mis- 
ma concepción, aparece una definición de la vida 
privada, que ya en el Congreso se leyó por un re- 
presentante socialista, y que les voy a ahorrar a 
ustedes la fatiga de oírla, pero que es interesante, 
en cuanto que la formuló el Consejo de Europa 
en enero de 1970, en donde describe de una for- 
ma puntual lo que puede parecer en este caso la 
definición de la vida privada, pero que, en defini- 
tiva, estas actuaciones o actividades de la vida 
privada, tienen que estar basadas en intereses, ac- 
titudes y conductas generalizadas, no en actos 
puntuales aislados o abstractos, que permiten una 
mayor aproximación en lo que podríamos llamar 
la «apariencia» (entre comillas), y lo que cada 
uno considera como su vida privada, que es un 
derecho. Creo que esto es importante en tanto en 
cuanto no deslindemos claramente hasta qué 
punto el uso, yo diría que legítimo, de la informa- 
ción que invade estas áreas puede estar frustrado 
por una falta de precisión en esta Ley. 

Aquí entramos en otro aspecto mucho más pe- 
ligroso, el más abstracto de esta Ley. Yo reconoz- 
co que me pongo a temblar cuando se habla del 
honor, y lo digo con toda sinceridad, porque 

cuando se habla del honor pueden ocurrir dos co- 
sas. El que dice, esgrime o coloca sobre la mesa el 
honor por encima de los argumentos, lo que hace 
es decir: yo soy el arquetipo, el modelo de una 
conducta, de una concepción del mundo y del 
comportamiento, y lo que no sea como esto vale 
todo, hasta actitudes inciviles. Luego hay la otra, 
la del ciudadano común, que dice: yo estoy aquí; 
llevo mi vida privada; mi honor está defendido en 
la Constitución - c r e o  que en el artículo 18-, es 
el listón de este derecho mínimo al honor, que es 
el mas respetable y que es precisamente el que se 
puede sentir más vulnerado. El uso que de esta 
concepción de la Constitución hace el ciudadano 
creo que es el más relativo y, en consecuencia, el 
más funcional y más respetable. 

Luego podríamos hablar del honor objetivo, el 
que en principio también en cierta manera se 
enuncia en esta Ley, el que los ciudadanos de una 
comunidad o de una colectividad le atribuyen a 
otro ciudadano en función de sus actos, compor- 
tamiento, actitud o sus relaciones. Pero luego 
caemos en el subjetivo, en el que este señor se 
atribuye en función o en relación de los demás 
ciudadanos. También hay el patrimonial, que es 
el honor que va unido a los intereses. La defensa 
de los intereses concretos y materiales se cuela en 
la formulación del honor y, en virtud de esta ar- 
gumentación abstracta, lo que se hace es escamo- 
tear o esconder situaciones que yo diría que van 
en contra de intereses colectivos y también inci- 
viles. 

Todo este problema resumido se coloca en la 
función del profesional de los medios de comuni- 
cación que tiene que informar, apreciar e incluso 
interpretar, y que puede ser objeto de agresión en 
cualquier caso y de cualquier manera. Creo que 
este es otro aspecto importante que refuerza lo 
que yo vengo a decir con esta enmienda modesta, 
pero que tiene una enorme importancia para la 
libertad y que,o, que es la defensa de unas liberta- 
des inexcusables, la de información y de expre- 
sión también lo es, y es también patrimonio co- 
lectivo del ciudadano. 
Yo diría que en el articulo 9.0, por ejemplo en 

el número 2, y en esa transaccional acordada, se 
introduce un elemento que relaja en cierta mane- 
ra esta Ley que la beneficia, de lo cual también 
me felicito, pero insisto en que la falta de preci- 
sión es un hecho grave. Yo pediría a SS. SS. la 
atención suficiente para intentar, a través de esta 
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enmienda, por lo menos, salir al paso de esta 
cuestión. 

Pero hay más problemas que afectan a los me- 
dios de comunicación. En principio, no podemos 
olvidar -y es un breve paréntesis- la experien- 
cia del ciudadano. Nuestra experiencia durante 
muchos años ha sido la de ver absolutamente 
transgredida esta intimidad, tergiversada nuestra 
propia imagen a través de un comportamiento 
del Estado y a través de unas actuaciones que han 
llevado a una degradación colectiva de nuestra 
propia personalidad, tanto individual como, en 
mucho casos, colectiva. Es una triste experiencia 
que nos tiene que dar la firmeza suficiente para 
afrontar también estas libertades en los medios de 
comunicación en relación a actuaciones que pue- 
da tener también el Estado. 

Aquí se ha mencionado -y lo digo por eso- 
como uno de los problemas que no aparecen en 
esta Ley y que afecta a los medios de comunica- 
ción, la informática. Ya no hablo de lo que pue- 
den ser tutelas penales, fichas policiales, que to- 
davía siguen funcionando, pero la informática 
-y no soy técnico, empiezo por decirlo-, creo 
que es de conocimiento común, es un fenómeno 
tremendamente complejo y, queramos o no, va a 
influir en la estructuración y en la mentalización 
de una sociedad como la nuestra. Creo que esta es 
una cuestión que no hay que ser, ni mucho me- 
nos, demasiado imaginativo para suponer que es 
así. Cabe argumentar que por nuestra tradición 
de falta de recursos tecnológicos nosotros, en este 
sentido, vamos muy atrasados, que no hay peligro 
por este lado y que vendrá mucho mas tarde. Esto 
no es cierto; a través de las multinacionales y de 
recursos del Estado, yo diría que en esta materia 
estamos ya muy avanzados. Se me puede respon- 
der que como no tenemos base tecnológica para 
construir y producir computadoras u ordenado- 
res, nosotros andamos siempre con el hándicap 
de que importamos y se nos vende los que son ya 
técnicamente recursos obsoletos. Serán o no ob- 
soletos en cuanto a la tecnología, pero la aplica- 
ción política y social no es obsoleta, sino que em- 
pieza ya a incidir de una forma brutal en nuestra 
sociedad. 

En este sentido, cabría prestar atención a que se 
ha producido un fenómeno importante, y vamos 
un poco a la experiencia de otros países occiden- 
tales, por ejemplo, Alemania. Es tal la potencia, 
la capacidad que tecnológicamente se ha puesto 
en manos de las instituciones, algunas del Estado, 

y en empresas privadas a través de estos medios, 
que ha surgido ya un clamor ciudadano para pro- 
tegerse ante esta agresión. Hay que decir que las 
Leyes - q u e  ya hay muchas-, siempre han apa- 
recido a remolque de los abusos; mientras que 
nosotros podríamos ahora establecer un paráme- 
tro legislativo que permitiera protegemos de lo 
que, en definitiva, es una amenaza real. 

Los ejemplos que se pueden dar sobre esto son 
brutales. No hay ninguna duda de que la confor- 
mación del comportamiento y actitudes sociales 
a través de la informática es un hecho que se está 
aplicando, que vulnera la información, ataca la 
ya raquítica libertad de expresión y, en definitiva, 
agrede -y es lo más importante- a la personali- 
dad y a la intimidad. Estos son hechos objetivos. 
Hasta tal punto se ha llegado que, con factores 
que pareceii alejados como el terrorismo, hay Es- 
tados como Alemania que, pasando de la protec- 
ción al ciudadano a través de la Ley, han decanta- 
do la legislación ala  protección del Estado, que es 
una forma sutil de invertir los términos y de dar a 
este Estado una capacidad de injerencia por la vía 
legislativa cuando antes era el ciudadano el que 
tenía este patrimonio concedido por la Constitu- 
ción. Esta inversión creo que es otro de los pro- 
blemas gravísimos que apunta este tema, que 
aquí no aparece claramente definido, y no es sufi- 
ciente la Disposición transitoria. 

Estas condiciones generales - q u e  afectan de 
una u otra forma al contenido de mi enmienda al 
número 1 del artículo 8.0- las hago porque pien- 
so que mi enmienda incide en un aspecto funda- 
mental para dar credibilidad al contenido general 
de esta Ley. Señorías, haciendo esta modifica- 
ción, introduciríamos este elemento de salva- 
guarda, permitiríamos la función necesaria por 
higiénica, por crítica, por el carácter democrático 
que imprime y por el carácter progresivo de los 
profesionales de los medios de comunicación a 
través de todos los medios posibles. Este es un 
instrumento fundamental para el desarrollo de- 
mocrático de una comunidad; no hay posibilidad 
de una comunidad democrática sin libertad de 
expresión. Por tanto, para su ejexcicio a través de 
los medios de comunicación, con todos los dere- 
chos que puedan tener tanto ias instituciones 
como las personas, deseamos que esta libertad de 
expresión no se vea coartada con la interpreta- 
ción de un texto ambiguo de tipo restrictivo y 
unilateral. 

Por esta razón, ruego a SS. SS. tomen en consi- 
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deración mi enmienda. No es una enmienda con- 
tra nadie, no es una enmienda de tipo ideológico, 
sectario; es una enmienda que creo sinceramente 
que está en la conciencia de todos: que la libertad 
de expresión y el que la función de los profesio- 
nales de los medios de comunicación pueda se- 
guir desarrollándose en las condiciones objetivas 
que les permita nuestro Estado de derecho y 
nuestro proceso democrático. 

Muchas gracias, señorías; muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Turnos a favor. (Pau- 
sa.) Turnos en contra. (Pausa.) Turno de porta- 
voces. (Pausa.) 

Tiene la palabra el Senador Ojeda, por el Gru- 
po Socialista Andaluz. 

El señor OJEDA ESCOBAR: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Senadores, las intervencio- 
nes de los Senadores Villar Arregui y Portabella 
me ha movido a hacer una intervención improvi- 
sada, porque no era mi intención intervenir en 
este proyecto de Ley a pesar de haber sido ponen- 
te y haber intervenido en la Comisión. 

Quiero empezar diciendo que el Senador Por- 
tabella tiene toda la razón en lo que se refiere a la 
enmienda y, a lo que ha expuesto aquí, en cuanto 
a su fundamentación. No así tanto (y no creo que 
con ello me inmiscuya en facultades propias del 
Presidente de la Cámara) en la última parte, rela- 
tiva a la informática, porque esa es cuestión reser- 
vada a otro proyecto de Ley, como dice el núme- 
ro 4 del artículo 18 de la Constitución, que tendrá 
que venir a esta Cámara, y mientras tanto, con 
carácter provisional, esta Ley que hoy debatimos 
regulará todo lo relativo a la informática, en 
cuanto incida a los derechos fundamentales que 
protege esta Ley. 

Quiero empezar diciendo también que los Gru- 
pos Socialistas van a apoyar la enmienda del Se- 
nador Portabella, porque la creemos justa y razo- 
nable. 1nclu.m más, coincide con una enmienda 
del Grupo Socialista Andaluz, concretamente la 
número 4, que, por razones que no vienen al 
caso, no podemos defender en este Pleno. 

Decía muy acertadamente el Senador Villar 
Arregui en su intervención que esta Ley trata de 
mantener el equilibrio entre derechos fundamen- 
tales, los derechos al honor, a la intimidad perso- 
nal y familiar y a la propia imagen y a los dere- 
chos de libertad de expresión y derecho a la infor-' 

mación. Yo me temo que, tal como ha quedado la 
Ley, este equilibrio puede ser inestable, e incluso 
redundar en perjuicio de esos derechos funda- 
mentales de información y de expresión. 

Nuestra enmienda número 4 iba en el mismo 
sentido que la del Senador Portabella. Hay que 
plantearse el siguiente caso práctico o suceso real 
que de ordinario se da en la vida de todos los días: 
podemos imaginar un profesional de la informa- 
ción, un periodista, que precisamente por su acti- 
vidad profesional acumula una serie de datos, 
una serie de informaciones sobre un suceso con- 
creto de carácter nacional y de carácter público. 
Pienso que con esta Ley, tal como ha quedado, 
creo recordar, el artículo 7.0, número 4, y como 
va a quedar el artículo 8.0, que se pretende en- 
mendar, vamos a tener graves consecuencias en el 
terreno de la libertad de expresión y de la libertad 
de información. Por eso repito que consideramos 
justa y razonable la enmienda, porque trata de 
cubrir ese espacio que ahora ha quedado vacío. 
Hay que tener en cuenta, además, que esta es una 
Ley que, por la necesidad que impone la técnica 
jurídica, emplea unos conceptos que dejan un 
amplio margen, un amplio campo de arbitrio ju- 
dicial, y mucho nos tememos, y no es caer en pe- 
simismos antropológicos, como decía el Senador 
Villar en Comisión, que desconfiemos de ciertos 
Jueces, porque la verdad es que hay que descon- 
fiar necesariamente. Tenemos ejemplos a diario. 
Hace pocos días hemos sabido cómo las bandas 
fascistas no se consideran incursas en la Ley, por- 
que falta un elemento formal de organización, 
cuando son bandas que persiguen unos fines anti- 
constitucionales claramente violentos y clara- 
mente contrarios al Estado social y democrático 
de Derecho que consagra nuestra Constitución. 

Por eso, nosotros tenemos que manifestar pú- 
blicamente ese temor, esa inquietud ante la am- 
plitud que va a tener el arbitrio judicial que, con 
la enmienda del Senador Portabella, quedaría li- 
mitado, encerrado en unos cauces legales clara- 
mente determinados, y quedarían más protegi- 
dos, más defendidos, los derechos de libertad de 
expresión y de información. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
Senador Femández-Galiano, por el Grupo de 
Unión de Centro Democrático. 

El señor FERNANDEZ-GALIANO FER- 
NANDEZ: Señor Presidente, señoras y señores 
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Senadores, una vez más, en el debate de esta Ley 
hay que repetir que se trata de una Ley que pre- 
tende mantener y conservar un dificil equilibrio, 
el equilibrio entre el normal y deseable ejercidio 
de dos derechos: el derecho a la libre expresión, 
por un lado, y el derecho a la conservación en el 
recato de lo personal, de la esfera propia de la in- 
timidad y del honor, por otro. 

Es también, como el Senador Ojeda acaba de 
recordar, una de esas Leyes que bien pueden Ila- 
marse Leyes de Jueces, en el sentido de que va a 
ser a los miembros de la Judicatura a quienes va a 
tocar una fuerte labor interpretativa en la aplica- 
ción de los preceptos de esta norma, porque es 
una Ley que necesariamente, por su propia inten- 
ción y por su propio contenido, tiene que ser de 
una terminología ambigua, de unos límites nece- 
sarios e intencionadamente imprecisos. 

No se trata, como ocurre, por ejemplo, en las 
Leyes de carácter penal, de una norma tipificado- 
ra de delitos, es decir, del señalamiento de unos 
actos concretos que la Ley considera y castiga 
como delitos, sino que se trata de configurar algo 
tan poco concreto, algo tan indefinido en sus 
fronteras como intromisión ilegítima en la esfera 
de la intimidad personal y del honor. De ahí que 
sea previsible esta labor continua& de los Jueces 
para ir elaborando una jurisprudencia en la que 
se vaya perfilando y haciendo cada vez más con- 
creto este concepto que en la Ley aparece de in- 
tromisión ilegítima. 

En el artículo 8." se pone una aclaración, una 
de las pocas aclaraciones que la Ley contiene, di- 
ciendo lo que no se reputará intromisión ilegíti- 
ma. Además de los tres casos previstos en el ar- 
tículo 8.". 1, la enmienda del Senador Portabella 
sugiere la introducción de un cuarto caso, que se- 
na el de las informaciones publicadas en medios 
de comunicación tendentes a satisfacer intereses 
colectivos legítimos, y argumenta su enmienda 
-y en esta argumentación le sigue el Senador 
Ojeda- en el sentido de que sin ella, sin esta cau- 
tela que pretende introducir, los medios de comu- 
nicación verían coartada su libertad de expresión 
en cuanto que en casi todo momento, la publica- 
ción de datos conocidos referentes a la intimidad 
de las personas pudiera hacer incurso al periodis- 
ta o a la empresa en la que preste sus servicios en 
la indemnización prevista en esta Ley. 

Pues bien, señoras y señores Senadores, yo y el 
Grupo por el que tengo el honor de hablar enten- 
demos que precisamente la mejor garantía para el 

ejercicio de su función a los medios de comunica- 
ción es dejar el texto tal como ha llegado a este 
Pleno, porque adviertan SS. SS. que en la en- 
mienda a la que trato de oponerme se habla de 
medios de comunicación tendentes a satisfacer 
intereses colectivos legítimos. ¿Qué es esto de 
«intereses colectivos legítimos)? ¿Son intereses 
puramente económicos? ¿Son intereses ideológi- 
cos? ¿Son intereses de partido? ¿Son intereses de 
una confesión religiosa? ¿Son intereses cultura- 
les? Seguramente, el elenco no acaba aquí. Es de- 
cir, que buscando una mayor precisión que deje 
las cosas más claras a los límites del derecho a la 
libre información por parte de los medios de co- 
municación, se pretende introducir un concepto 
que en sí mismo es ya una pura ambigüedad. Y 
podría suceder que introducida esta enmienda e 
incorporada al texto del artículo, un profesional 
de los medios de información, creyendo estar 
protegido, porque lo que pretende revelar entien- 
de él que satisface intereses colectivos, resultará 
después que por una apreciación interpretativa 
de los Tribunales de Justicia no fuera así. Este 
hombre, por la expresión ambigua de la Ley, se 
habna visto precipitado a la situación no desea- 
da, a la que indudablemente no llegará en el caso 
de que queden las cosas con menos ambigüedades 
respetando el texto que conoce el Pleno. 

Por esta razón, señoras y señores Senadores, y 
siendo por supuesto defensor de la libertad de ex- 
presión que en modo alguno ha de verse limitada 
por esta Ley, porque una cosa es afirmar que los 
derechos fundamentales, los derechos humanos, 
son limitados y otra cosa es afirmar que tienen li- 
mites, y estamos ya muy lejos del entusiasmo re- 
volucionario de aquella noche del 26 de agosto de 
1789 cuando se hablaba en París, kn la Asamblea 
Revolucionaria de derechos absolutos. Hoy sabe- 
mos que el ejercicio de los derechos se efectúa ne- 
cesariamente en un contexto social y que el ejer- 
cito de este contexto social está exigiendo una li- 
mitación recíproca de los mismos. Sabiendo todo 
esto y afirmando y reconociendo, porsupuesto, el 
respeto a la labor realizada por los profesionales 
de los medios de información, y en su defensa, 
para no ofrecerles un texto ambiguo que pueda 
llevarles a situaciones para ellos peligrosas, es por 
lo que nos oponemos a la enmienda del Senador 
Portabella y propugnamos en cambio que se con- 
serve el texto del artículo, tal como ha llegado 
hasta el Pleno de la Cámara. 

Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE Se somete a votación 
el voto particular del Senador Portabella al apar- 
tado 1 del artículo 8.0. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 58 votos a favor; 77 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 
voto particular. Como fue retirado oportunamen- 
te el voto particular del Grupo de Senadores Vas- 
cos, enmienda número 19, se somete a votación 
el texto que para el artículo 8.0 (Pausa.) Perdón. 
¿Senador Femández-Galiano? 

El señor FERNANDEZ-GALIANO FER- 
NANDEZ Señor Presidente, es que antes de so- 
meter a votación el texto del dictamen de la co- 
misión aprecio que, al menos en el boletín núme- 
ro 2 12 que obra en poder de todas S. S., este texto 
parece mutilado, notoriamente mutilado, porque 
se olvida una frase entera que sin duda la impre- 
sión habrá sido naturalmente involuntaria pero 
que en todo caso me parece que debe hacerse 
constar antes de pasar a votación. La base que se 
olvida, después de «acordadas por la autoridad 
competente de acuerdo con la Ley», es «en inves- 
tigación de los delitos o en interés de la Adminis- 
tracicín de Justicia...)). Esta Última frase es la que 
no figura en el texto del artículo 8.0, tal como lo 
hemos conocido. 

El señor PRESIDENTE Tendrá que decirlo 
más claramente a ver en qué párrafo está. 

El señor FERNANDEZ-GALIANO FER- 
NANDEZ: Está en el apartado 1 del artículo 8.0 
(Pausa.) 

Perdón, me están diciendo que se aprobó una 
enmienda, pero esa enmienda no se recogió en la 
Comisión, y prueba de que no se recogió en la 
Comisión es que una de las enmiendas -la 19 
concretamente- que el Grupo Vasco se ha reser- 
vado para este Pleno y a cuya defensa ha renun- 
ciado. Prueba más evidente de que no la recogió 
la Comisión es que fue reservada para este Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el Se- 
nador Mir. 

El señor MIR MAYOL Esto surgió de una en- 
mienda «in voce) que presentó nustro Grupo, que 
significaba introducir después de «... en investiga- 

ción de los delitos, o en interés de la Administra- 
ción de Justicia, o de las Haciendas Públicas». 
Luego, el Senador Nieves Borrego propuso, para 
no limitar esta capacidad de investigación que 
pueda tener la Administración pública, suprimir 
estos dos límites o estas dos competencias que ha- 
bía de acuerdo con la Ley para que así pudiera 
entenderse que se incluía a todas. 

El señor PRESIDENTE: Parece que el señor 
Fernández-Galiano tiene que rectificar su inter- 
vención anterior. 

El señor FERNANDEZ-GALIANO FER- 
NANDEZ: Plenamente. En efecto, ha sido un 
error por mi parte, porque yo no estuve en la Últi- 
ma parte de la discusión de la Comisión donde se 
produjo la intervención del Senador Nieves y te- 
nía constancia únicamente de la enmienda de los 
Senadores Vascos. 

El señor 'PRESIDENTE: Puede someterse a 
votación el texto que para el artículo 8 . O  propone 
el dictamen de la Comisión, tal y como parece 
publicado. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 132 votos a favor; dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el ~rticulo S." 

artículo 8.0 del dictamen de la Comisión. 
En este artículo deben conocer SS. SS. esta en- 

mienda transaccional, según el uso que venimos 
haciendo de esta expresión, promovida por todos 
los Grupos Parlamentarios a través de sus porta- 
voces, en virtud de la cual, en el apartado 2 de 
este artículo 9.", inciso final de ese apartado 2, se- 
gún el texto publicado «Entre dichas medidas po- 
drán incluirse el reconocimiento del derecho a ré- 
plica ... )) (Pausa.) Señorías, ¿continúo leyendo o 
siguen SS. SS. hablando? 

Insisto. Hay una enmienda transaccional que 
propone que «Entre dichas medidas podrán in- 
cluirse el reconocimiento del derecho a réplica, la 
difusión de la sentencia y la condena a indemni- 
zar los perjuicios causados». ¿Informada la Cá- 
mara? (Asentimiento.) 

En ese sentido, pues, habrá de entenderse mo- 
dificado el texto del apartado 2 del artículo 9 . O ,  e 
inmediatamente tiene la palabra el portavoz del 
Grupo de Senadores Vascos para defender su 
voto particular, aquí trasladado, que se corres- 
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ponde con la enmienda número 18 y que ahora 
afecta al apartado 5 del artículo 9.0. 

El señor UNZUETA UZCANGA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Senadores, sirvan mis 
primeras palabras para expresar la satisfacción de 
nuestro Grupo porque creeemos que así como 
otras veces nuestra voz ha sido crítica para las ac- 
tividades del Senado, en este caso, en honor a la 
justicia, creemos que, dentro de las limitaciones y 
las imperfecciones que son propias de toda activi- 
dad humana, la Ponencia, y después la Comisión, 
han hecho un trabajo profundo, interesante, y en 
una Ley de un contenido fundamentalmente téc- 
nico -tiene sus incidencias políticas, pero funda- 
mentalmente es técnica, yo diría casi sibilística 
- s e  ha hecho un trabajo de reajuste, de reforma, 
que nuestro Grupo estima sinceramente positivo. 
Y dentro de este esquema, nosotros vamos a de- 
fender en este momento un voto particular muy 
corto, muy pequeño y muy preciso. 

En lo que hoy es el apartado 5 del artículo 9.", 
que anteriormente era un párrafo del artículo 6.", 
se dice exactamente que la protección frente a las 
intromisiones ilegítimas caducarán transcurridos 
cuatro años desde que el legitimado pudo ejerci- 
tarlas. Lo que nosotros pretendemos con este 
voto particular es sustituir la palabra, y en defini- 
tiva el concepto de «caducidad» por el de «pres- 
cripción». 

Uno tiene la tentación, que se quedará nada 
más que en tentación, de entrar a discernir las di- 
ferencias técnicas o conceptuales que existen en- 
tre «prescripción» y «caducidad», y aquí también 
podía empezar por hablarse de las diversas clases 
de caducidad que existen, pero, evidentemente, y 
puesto que estamos ante un supuesto extraordi- 
nariamente concreto, y en la creencia de que una 
buena parte de la Cámara, por no decir la mayo- 
na, es perfectamente conocedora en esencia de 
las diferencias entre una y otra institución, vamos 
a ceñimos a lo que evidentemente nos ocupa. 

Creemos que nos encontramos en un supuesto 
típico de cesación de la posibilidad de ejercitar 
acciones y recursos por el cumplimiento de pla- 
zos establecidos. Por tanto, otro tipo de caduci- 
dad está fuera de este lugar. 
Y, en este sentido, nos encontramos, según 

nuestra opinión, en una zona jurídica tan impre- 
cisa, y tan dificil de definición como es la que 
existe entre la caducidad y la prescripción extinti- 
va. Una zona de deslinde complejo, tan complejo 

que los civilistas que fundamentalmente han 
abordado este tema han desbrozado divemis teo- 
rías. Unos piensan que la diferencia está en el ori- 
gen; otros piensan en que caducidad hace referen- 
cia al derecho que nace con una duración deter- 
minada y después muere, mientras que la pres- 
cripción hace referencia a un comportamiento 
frente al derecho por parte del titular del derecho, 
y así podíamos seguir hasta encontramos .mn una 
diferencia que a nosotros nos parece fundamen- 
tal, y es que la caducidad es un.plazo q,ue muere 
necesariamente cualquiera que sea la actitud del 
titular del derecho, mientras que la p r d p c i b n  
es un plazo que muere, pero que puede ttner un 
prórroga, es decir, una agonía si hay  un determi- 
nado tipo de compomrniento juridico por parte 
del titular del derecho. 

Se me Ocurre citar, por ejemplo, al profesor 
Castán, porque sospecho que: por sus tentos he- 
mos pasado la niayoría& quieneshemos estudia- 
do Derecho en esta Cánrara, y de él cito unas pa- 
labras brevísimas en las que, en síntesis, un hom- 
bre que fue además de afamado jurista eckctico 
en sus planteamientos decía que las diferencias 
entre caducidad y prescripción extintiva, textual- 
mente decía, «son relativas y todavía poco precir 
sadas por la doctrina». 

¿Por qué entonces nuestro Grupo viene aquí a 
hacer un planteamiento O una batalla idalógica 
civilística? Pues por una r d n  exclusivamente 
técnica que hace referencia al tema al que ya he 
aludido hace un momento, que es el de la pres- 
cripción extintiva con la posibilidad de interrup- 
ción y la caducidad sin posibilidad de interrup- 
ción. 
Y dentro de este plantemiento exclusivamen- 

te práctico y sin más ánimo que el de facilitar que 
el día de mañana, cuando esta Ley haya visto ya 
la sanción regia y esté en el «BoIetín Oficial» crce 
más problemas de los que necesariamente va a 
crear el aplicar sus preceptosa ios problemas que 
de hecho van a surgir en la vida, a nosotros nos 
parece que hay unas razones, que trataré de decir- 
las muy escuetamente, que abogan la idea que su- 
byace dentro de este voto particular de convertir 
en prescripción lo que en el proyecto de Ley se 
llama caducidad. 

En primer lugar, nosotros mantenemos el prin- 
cipio de que este es un derecho que debe morir, y, 
en este sentido, nosotros aceptamos el plazo de 
cuatro años que se establece en el proyecto de 
Ley, que confirmó la Ponencia y después la Co- 
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misión. Todos estamos de acuerdo, por tanto, en 
este principio de que el derecho debe de morir y 
que el derecho no debe permanecer indefinida- 
mente y que el plazo sea exactamente el mismo 
que viene en el proyecto de Ley. La discrepancia 
está en que, a nuestro juicio, es un tipo de dere- 
chos en los cuales la existencia de la posibilidad 
de interrumpir la muerte del derecho tiene unas 
posibilidades o unawtilidad práctica de futuro in- 
negable. 

Aquí, en nuestras anotaciones, se nos habían 
ocumdo una serie de argumentos, pero que voy a 
sintetizar sólo en uno de ellos, y es que, en defini- 
tiva, esta Ley, cuando se presente un caso prácti- 
co, nos va a llevar a dos cuestiones o a dos solu- 
ciones o, en definitiva, a dos conclusiones. En 
primer lugar, que por quien procesa, que puede 
ser el acuerdo de las partes o la vía jurisdiccional, 
se ordehen determinadas medidas de reparacioin, 
del daño producido, mejor dicho de las medidas o 
de los hechos que originan el daño; y, en segundo 
lugar, que se produzca una indemnización. 

En ese sentido, creo que nos estamos movien- 
do, de algún modo, en esa amplia zona del dere- 
cho español que se llama de íos daños y pejui- 
cios. Y aquí una cosa es decir, a nivel de princi- 
pios, a nivel de enunciados, que las cosas se harán 
de esta o de la otra Forma y que se terminarán las 
acciones en un determina+ período, y otra cosa 
es esa plural y dificil realidad subsumirla en este 
enunciado. 
Todos sabemos que hay ocasiones en que en 

los daños y perjuicios se sabe perfectamente cuál 
es el hecho que origina 10s daños, y hasta casi 
casi, cuáles van a ser los perjuicios finales. Pero 
hay otras ocasiones en que esto no es tan fácil. En 
un accidente de tráfico, que es algo que se produ- 
ce dramáticamente en unos instantes, el hecho 
del accidente ya ha terminado. Pero aquí no esta- 
mos en ese supuesto; aquí nos vamos a encontrar 
en muchísimas ocasiones con que el hecho que 
está castigado (perdón, la palabra castigado no es 
correcta, porque no estamos en el ámbito penal, 
pero a efectos de facilitar la comunicación a 
SS. SS. la mantengo), aquí nos vamos a encontrar 
con muchos casos en los cuales la actividad que la 
Ley no desea proteger, al revés, que la Ley dice 
que 8s motivo de ejercicio de acciones, va a tener 
un período de gestación largo y muchas veces mal 
conocido, y, en este sentido, vamos a encontrar- 
nos con problemas de una extraordinaria com- 
plejidad a la hora de aplicar la Ley. 

Si frente a un problema, como digo, complejo, 
a unos problemas complejos en su génesis, en su 
conocimiento y en su solución, nos encontramos 
con los plazos fatales de la caducidad, habrá si- 
tuaciones en que el titular del derecho, cuando se 
encuentre con que está siendo violentado en su 
intimidad, en su honor, tendrá que acudir necesa- 
ria y rápidamente a un pleito para evitar que la 
acción muera. Si por contra nos hallamos en el 
terreno de las prescripciones, podrá iniciar una 
serie de discusiones, de diálogos, de conversacio- 
nes, y si teme que su acción va a morir, podrá Ile- 
var a cabo cualquiera de los actos que el derecho 
tradicionalmente reconoce como motivo de inte- 
rrupción de la prescripción, y su acción no hdbrá 
muerto. 

Quizá se nos pueda decir que mediante este 
procedimiento alargamos innecesariamente la 
vida del derecho. Creemos sinceramente que el 
argumento no es profundo, y las razones son mu- 
chas, pero yo voy a citar una. ¿Cuál es el procedi- 
miento o el medio que tradicionalmente se utiliza 
en el Derecho español para procurar la interrup- 
ción del plazo de las acciones que pueden morir 
por prescripción extintiva? Pues muy sencillo, el 
acto de conciliación. Y según preceptos de nues- 
tras Leyes, harto conocidas, el efecto interruptivo 
de los actos de conciliación en esta materia es 
exactamente de dos meses; pero estos dos meses 
tienen una utilidad extraordinaria para los profe- 
sionales del Derecho cuando se encuentren en es- 
tas situaciones. 

Por tanto, el hecho de que la caducidad se con- 
vierta en prescripción y que ésta pueda ser inte- 
rrumpida, efectivamente provoca una cierta pro- 
longación del Derecho, pero muy corta, muy li- 
mitada y, sobre todo, una mayor seguridad al ti- 
tular de la acción. 

Por otro lado, no existe en el Derecho español, 
por lo menos el conocimiento que nuestro Grupo 
tiene, una teoría de lo que es la caducidad. Hay 
unos casos en que se considera caducidad y en ge- 
neral (yo había preparado aquí una larga lista, 
pero tengo miedo de convertir esto en un semina- 
rio y no en un debate político) todos estos supues- 
tos del Derecho español, que de alguna forma on- 
ginan acciones que caducan en unos casos con- 
cretos, son supuestos en que las acciones nacen y 
se configuran en un momento perfectamente de- 
terminado, y citaré, por ejemplo, algunos: el ar- 
tículo 1.301 del Código Civil, referente a acciones 
de nulidad que duran cuatro años, y se habla en el 
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Código Civil que estas acciones nacen desde la 
consumación del contrato, ya se sabe qué mo- 
mento es; de la finalización de la tutela, ya se sabe 
qué momento es; o del día en que se produzca la 
disolución de la sociedad legal de gananciales. Y 
así podría hacer una larga lista. 

En el caso en que nos encontramos nosotros, 
basta leer exactamente las Últimas líneas del pá- 
rrafo que estamos comentando para comprender 
que el propio legislador no tiene una excesiva se- 
guridad de cuándo va a nacer e momento a partir 
del cual existe la acción, y por eso dice: «caduca- 
rán transcurridos cuatro años desde que el legiti- 
mado pudo ejercitarlas». Todos los enormes pro- 
blemas que subyacen detrás de esta expresión, 
«desde que pudo ejercitarlas», tienen que quedar 
necesariamente contrabalanceados, no por un 
plazo fatal, sino por un plazo que siendo fatal 
puede ser algo menos fatal. Es decir, pasar de la 
caducidad a la prescripción extintiva. 

Finalmente, como Último argumento, nosotros 
diríamos que esta Ley, y en el terreno que en este 
momento está ocupando a nuestro Grupo, es una 
Ley que se refiere a los derechos subjetivos inhe- 
rentes a la personalidad humana, y es una Ley 
que, como también he dicho hace unos momen- 
tos, hace referencia al problema de los daños y 
perjuicios. Es decir, nos encontramos ante accio- 
nes típicamente personales. 

En el Derecho español hay unas reglas perfec- 
tamente claras sobre este tema, y son que las ac- 
ciones personales prescriben a los quince años, 
salvo una serie de acciones que tienen unos pla- 
zos de prescripción mucho más cortos y mucho 
más breves. Uno de ellos, porpue es muy conoci- 
do, es el ejercicio de las acciones del artículo 
1.902 del Código Civil, que prescriben al año. 

Pues bien, en toda esta zona del Derecho espa- 
ñol no se habla para nada de caducidad. Todos 
estos artículos del Código Civil están hablando de 
prescripción extintiva. El que nosotros aquí in- 
troduzcamos el concepto o el elemento caduci- 
dad, a nuestro juicio, y con esto termino, va a te- 
ner dos efectos: primer efecto, que va a ser mucho 
menos práctico y mucho menos justo que el con- 
cepto de prescripción extintiva; y, en segundo lu- 
gar, que vamos a distorsionar el campo doctrinal 
de las acciones personales en materia de daños y 
perjuicios introduciendo la caducidad cuando 
nuestras Leyes hablan de prescripción. 

Nada más, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿,Turnos a favor? 
(Pausa.) ¿En contra? (Pausa.) ¿Portavoces? (Pau- 
sa.) 

El Senador Villar Arregui, por el Grupo de 
UCD, tiene la palabra. 

El señor VILLAR ARREGUI: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Senadores, tal vez en la sere- 
na discusión de esta tarde esta Cámara encuentre 
un signo de identidad. No hay aquí el acalora- 
miento político propio de la disputa en el Con- 
greso, que tantas veces concluye en expresiones 
ambiguas, fruto de un acuerdo «in extremiw 
-tal es por ejemplo el caso de la Disposición adi- 
cional del proyecto del Congreso en esta Ley-, 
sino una reflexión serena, el cumplimiento de la 
función de una segunda Cámara, que tal vez tiene 
menos dimensión política en sentido estricto, 
pero encuentra la máxima altura de la política 
del Derecho, es decir de la política de producción 
normativa, que es el modo a través del que la po- 
lítica se expresa en un Estado de Derecho. Esta 
Cámara no tiene la potestad decisoria; esa potes- 
tad decísoria; esa potesdad concierne al Congreso 
no se legitima por la razón de su autoridad, sino 
por la autoridad de sus razones. Persuade o disua- 
de; nunca impone. 

Ha habido aquí dos disquisiciones jurídicas de 
mucha envergadura. La primera, sin mengua de 
ninguna de las demás, ha corrido a cargo de una 
persona que no es oficialmente jurista. Escuchar 
en labios del Senador Enciso las referencias a los 
derechos de la personalidad en Gierke, escuchar 
las referencias siempre entrañables a los derechos 
de la personalidad en la doctrina del Profesor Fe- 
derico de Castro resultaba enormemente alenta- 
dor, y la disquisición jurídica a que nos invita el 
Senador Unzueta trayendo a cuestión la distin- 
ción entre prescripción y caducidad no es menor 
sugestiva. El ha dicho que no iba a establecer cuál 
era la diferencia entre prescripción extintiva y ca- 
ducidad, pero lo ha hecho. 

A mi juicio la prescripción se distingue de la 
caducidad básicamente en que la prescripción es 
una excepción oponible en el caso de la prescrip- 
ción extintiva por parte de aquél frente a quien se 
ejercita el derecho, en tanto la caducidad, como 
plazo dentro del cual tiene vida el derecho, en 
este caso el derecho procesal, la acción puede y 
debe ser apreciada de oficio. 

En la Ley de 11 de mayo de 1981, por la que se 
reformó el Código Civil, al hablar el plazo duran- 
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te el que se puede pedir la indemnización por la 
no celebración de esponsales, se introdujo, creo 
que por vez primera en el Código Civil, la expre- 
sión «caducidad». ¿Qué es lo más conveniente a 
la cuestión en el tema aquí planteado? El Senador 
Enciso ha centrado la cuestión al extrapolar el 
ámbito de los derechos de la personalidad que pa-' 
rece que pertenecen a la esfera esencial de la sus- 
tancia de la persona, y singularmente el derecho a 
la intimidad, al orden del Derecho público, hoy 
es un derecho fundamental reconocido por el ar- 
tículo 18.1 de la Constitución. Esta Ley, que ha- 
bilita el acceso al Tribunal Cosntitucional a tra- 
vés del recurso de amparo, no es una Ley mera- 
mente «ius-privatistw, es una Ley en que el De- 
recho, que no está exactamente en el camino es- 
tricto del derecho privado, pero tampoco en la 
oibita estricta del Derecho público, accede el am- 
paro de un derecho fundamental de libertad pú- 
blica que paradójicamente consiste en el derecho 
al propio honor, en el derecho a la propia intimi- 
dad o en el derecho a la intimidad familiar. 

El Senador Enciso ha citado con rigor y creo 
que textualmente el tenor del artículo 1.902 del 
Código Civil, que ha dado origen a copiosa juris- 
prudencia en materia de indemnización de daños 
y perjuicios por culpa extracontractual. Debo re- 
cordar que, en efecto, la acción para exigir la in- 
demnización de daños y perjuicios por culpa es- 
tracontractual prescribe el año. He aquí el «Scila 
y Caribdis» entre los que nos movemos. 

La prescripción de un año tiene en su favor la 
ventaja de la eventualidad de su interrupción. 
Multiplicar por cuatro el plazo de la prescripción 
conduce a que lo que era prescripción se convier- 
ta en caducidad por su improrrogabilidad, por- 
que el derecho procesal, la acción que es según la 
terminología clásica el derecho puesto en pie de 
guerra, nace «ex lqe» con una vida limitada. Y 
voy ahora, además, a decir porqué la caducidad 
es preferible a la prescripción. 

Comprendo que estoy abusando de la atención 
de SS. SS. y que tal vez la amable invitación del 
Senador Unzueta convierte esta asamblea en algo 
que acaso recuerde más a una academia de juris- 
prudencia que a una Cámara colegisladora. Pero, 
en cualquier caso, emplazada la cuestión en el te- 
rreno estrictamente jurídico, es forzoso contestar 
en el terreno en que la cuestión está emplazada. 

Se ha visto antes cómo la fama de una persona 
puede ser ultrajada con consecuencias jundicas 
hasta 80 años después de su fallecimiento. Imagi- 

némonos una afrenta a la memoria venerable del 
señor Cánovas o del señor &gasta, una afrenta 
ahora, no tengo en la memoria la fecha de su fa- 
llecimiento. Imaginémonos que hay alguien legi- 
timado para reclamar contra ese agravio, imagi- 
némonos que ese alguien, por ser un plazo de 
prescripción, simplemente dirige un escrito al 
agraviante, interrumpe la prescripción y así el ro- 
sario de plazos de cuatro años puede llegar al infi- 
nito. 

El Senador Enciso situaba esta Ley en la zona 
fronteriza entre el ámbito del Derecho privado y 
el ámbito del Derecho público. El Senador Porta- 
bella subrayaba la necesidad de que la libertad de 
expresión no sufra mengua ni quebranto como 
consecuencia de la aprobación de esta Ley. Esta- 
mos en el ámbito de los derechos fundamentales 
y de las libertades públicas. La caducidad es una 
institución de Derecho público que debe ser ne- 
cesariamente apreciada por el Juzgado o por el 
Tribunal, aunque no la invoquen las partes. La 
caducidad, en el ámbito del Derecho laboral - 
ámbito en el que es maestro uno de los Senadores 
intervinientes-, por ejemplo, en materias de des- 
pido, salvaguarda el principio de seguridad jurí- 
dica en términos más ciertos en que los salva- 
guarda el criterio de la prescripción. 

En mi opinión, Senador, Unzueta la aternativa 
estaría en optar por un plazo de un año con pres- 
cripción o en extender a cuatro años la vida del 
Derecho, haciéndole que fatalmente sucumba si 
no se ha ejercitado la acción transcurridos esos 
cuatros años. Y, como decía el Senador Enciso, 
estando emplazada esta Ley en la zona froteriza o 
limítrofe entre el ámbito público y el privado, la 
solución que aquí se ha adoptado, en línea con la 
adoptada por el Congreso de los Diputados, que 
refena la caducidad sólo el ejercicio de la acción 
por parte del Ministerio Fiscal, con olvido de es- 
tablecimiento de plazo para el ejercicio de la ac- 
ción por parte de cualesquiera otros sujetos legiti- 
mados; en esa línea, digo, creo que es más cohe- 
rente la caducidad con el plazo de cuatro año, 
que la prescripción con el plazo de uno. 

Por la seguridad jurídica, por el equilibrio en- 
tre el derecho a la libertad de expresión y a la de- 
fensa de la propia intimidad y del honor; por las 
razones, en suma, aquí aducidas por tantos otros 
Senadores con mejores motivos que los míos, 
creo que debe mantenerse el texto del dictamen 
de la Comisión. (Aplausos.) 
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El señor PRESIDENTE: Se somete a votación 
el voto particular del Grupo de Senadores Vas- 
cos, enmienda número 18, que ha sido trasladado 
al artículo 9.0, en su apartado 5 .  (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Cuatro votos afavor; 123 en contra. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el 

Se somete a votación el artículo 9.0 del dicta- 
voto particular. 

men de la Comisión. (Pausa.) 

Efectuada la votación, fue aprobado por unani- 
midad. 

El señor PRESIDENTE: Se declara aprobado 

Disposicibn La Disposición derogatoria, la Disposición 
Diqposiciones transitoria primera y la Disposición transitoria 

segunda, después de retirados los votos particula- 
res del Grupo de Senadores Vascos, quedan sin 
ningún voto particular. Por consiguiente, si no 

por unanimidad de la Cámara. 

derogatoria 

transitorias ,.. y 2,. 
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hay inconveniente, serán consideradas en su con- 
junto y la Presidencia propone a la Cámara su 
aprobación. (Pausa.) 

Por asentimiento de la Cámara a esta propues- 
ta, se dan por aprobadas la Disposición derogato- 
ria y las Disposiciones transitorias primera y se- 
gunda, con lo que concluye el debate del Senado 
sobre este proyecto de Ley. 

Tal como dispone el artículo 90 de la Constitu- 
ción, se dará traslado de las enmiendas propues- 
tas por el Senado al Congreso de los Diputados, 
para que éste se pronuncie sobre las mismas en 
forma previa a la sanción de su texto definitivo 
por Su Majestad el Rey. 

El grupo de trabajo de la Comisión de Regla- 
mento, me dicen, se reunirá seguidamente en la 
sala de juntas. 

El próximo pleno tendrá lugar el día 30 de 
marzo. 

Se levanta la sesión. 

Eran las ocho y cinco minutos de la tarde. 


